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 LIBRO III. De la ejecución forzosa y de las medidas cautelares 

TÍTULO I. De los títulos ejecutivos 

CAPÍTULO I. De las sentencias y demás títulos ejecutivos. 

Artículo 517 Acción ejecutiva. Títulos ejecutivos 
1. La acción ejecutiva deberá fundarse en un título que tenga aparejada ejecución. 
2. Sólo tendrán aparejada ejecución los siguientes títulos: 
• 1.º La sentencia de condena firme. 
• 2.º Los laudos o resoluciones arbitrales y los acuerdos de mediación, debiendo estos últimos 

haber sido elevados a escritura pública de acuerdo con la Ley de mediación en asuntos civiles y 
mercantiles. 

• 3.º Las resoluciones judiciales que aprueben u homologuen transacciones judiciales y acuerdos 
logrados en el proceso, acompañadas, si fuere necesario para constancia de su concreto 
contenido, de los correspondientes testimonios de las actuaciones. 

• 4.º Las escrituras públicas, con tal que sea primera copia; o si es segunda que esté dada en virtud 
de mandamiento judicial y con citación de la persona a quien deba perjudicar, o de su causante, 
o que se expida con la conformidad de todas las partes. 

• 5.º Las pólizas de contratos mercantiles firmadas por las partes y por corredor de comercio 
colegiado que las intervenga, con tal que se acompañe certificación en la que dicho corredor 
acredite la conformidad de la póliza con los asientos de su libro registro y la fecha de éstos. 

• 6.º Los títulos al portador o nominativos, legítimamente emitidos, que representen obligaciones 
vencidas y los cupones, también vencidos, de dichos títulos, siempre que los cupones confronten 
con los títulos y éstos, en todo caso, con los libros talonarios. 
La protesta de falsedad del título formulada en el acto de la confrontación no impedirá, si ésta 
resulta conforme, que se despache la ejecución, sin perjuicio de la posterior oposición a la 
ejecución que pueda formular el deudor alegando falsedad en el título. 

• 7.º Los certificados no caducados expedidos por las entidades encargadas de los registros 
contables respecto de los valores representados mediante anotaciones en cuenta a los que se 
refiere la Ley del Mercado de Valores, siempre que se acompañe copia de la escritura pública de 
representación de los valores o, en su caso, de la emisión, cuando tal escritura sea necesaria, 
conforme a la legislación vigente. 
Instada y despachada la ejecución, no caducarán los certificados a que se refiere el párrafo 
anterior. 

• 8.º El auto que establezca la cantidad máxima reclamable en concepto de indemnización, dictado 
en los supuestos previstos por la ley en procesos penales incoados por hechos cubiertos por el 
Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor. 

• 9.º Las demás resoluciones procesales y documentos que, por disposición de esta u otra ley, 
lleven aparejada ejecución. 

Artículo 518 Caducidad de la acción ejecutiva fundada en sentencia judicial, o resolución arbitral 
o acuerdo de mediación 
La acción ejecutiva fundada en sentencia, en resolución del tribunal o del letrado de la 
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Administración de Justicia que apruebe una transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el 
proceso, en resolución arbitral o en acuerdo de mediación caducará si no se interpone la 
correspondiente demanda ejecutiva dentro de los cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia 
o resolución. 

Artículo 519 Acción ejecutiva de consumidores y usuarios fundada en sentencia de condena sin 
determinación individual de los beneficiados 
Cuando las sentencias de condena a que se refiere la regla primera del artículo 221 no hubiesen 
determinado los consumidores o usuarios individuales beneficiados por aquélla, el tribunal 
competente para la ejecución, a solicitud de uno o varios interesados y con audiencia del condenado, 
dictará auto en el que resolverá si, según los datos, características y requisitos establecidos en la 
sentencia, reconoce a los solicitantes como beneficiarios de la condena. Con testimonio de este auto, 
los sujetos reconocidos podrán instar la ejecución. El Ministerio Fiscal podrá instar la ejecución de la 
sentencia en beneficio de los consumidores y usuarios afectados.  

Artículo 520 Acción ejecutiva basada en títulos no judiciales ni arbitrales 
1. Cuando se trate de los títulos ejecutivos previstos en los números 4.º, 5.º, 6.º y 7.º del apartado 

2 del artículo 517, sólo podrá despacharse ejecución por cantidad determinada que exceda de 
300 euros: 
• 1.º En dinero efectivo. 
• 2.º En moneda extranjera convertible, siempre que la obligación de pago en la misma esté 

autorizada o resulte permitida legalmente. 
• 3.º En cosa o especie computable en dinero. 

2. El límite de cantidad señalado en el apartado anterior podrá obtenerse mediante la adición de 
varios títulos ejecutivos de los previstos en dicho apartado.  

Artículo 521 Sentencias meramente declarativas y sentencias constitutivas 
1.  No se despachará ejecución de las sentencias meramente declarativas ni de las constitutivas. 
2. Mediante su certificación y, en su caso, el mandamiento judicial oportuno, las sentencias 

constitutivas firmes podrán permitir inscripciones y modificaciones en Registros públicos, sin 
necesidad de que se despache ejecución. 

3.  Cuando una sentencia constitutiva contenga también pronunciamientos de condena, éstos se 
ejecutarán del modo previsto para ellos en esta Ley. 

4.  Las sentencias firmes dictadas en acciones colectivas o individuales por las que se declare la 
nulidad, cesación o retractación en la utilización de condiciones generales abusivas, se remitirán 
de oficio por el órgano judicial al Registro de Condiciones Generales de la Contratación, para su 
inscripción. 

  
Artículo 522 Acatamiento y cumplimiento de las sentencias constitutivas. Solicitud de actuaciones 
judiciales necesarias 
1.  Todas las personas y autoridades, especialmente las encargadas de los Registros públicos, deben 

acatar y cumplir lo que se disponga en las sentencias constitutivas y atenerse al estado o 
situación jurídicos que surja de ellas, salvo que existan obstáculos derivados del propio Registro 
conforme a su legislación específica. 

2. Quienes hayan sido parte en el proceso o acrediten interés directo y legítimo podrán pedir al 
tribunal las actuaciones precisas para la eficacia de las sentencias constitutivas y para vencer 
eventuales resistencias a lo que dispongan.  
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CAPÍTULO II. De los títulos ejecutivos extranjeros  

Artículo 523 Fuerza ejecutiva en España. Ley aplicable al procedimiento 
1.  Para que las sentencias firmes y demás títulos ejecutivos extranjeros lleven aparejada ejecución 

en España se estará a lo dispuesto en los Tratados internacionales y a las disposiciones legales 
sobre cooperación jurídica internacional. 

2.  En todo caso, la ejecución de sentencias y títulos ejecutivos extranjeros se llevará a cabo en 
España conforme a las disposiciones de la presente Ley, salvo que se dispusiere otra cosa en los 
Tratados internacionales vigentes en España.  

CAPÍTULO II. Del tribunal competente  

Artículo 545 Tribunal competente. Forma de las resoluciones en la ejecución forzosa 
1.  Si el título ejecutivo consistiera en resoluciones judiciales, resoluciones dictadas por Letrado de 

la Administración de Justicia a las que esta ley reconozca carácter de título ejecutivo o 
transacciones y acuerdos judicialmente homologados o aprobados, será competente para dictar 
el auto que contenga la orden general de ejecución y despacho de la misma el Tribunal que 
conoció del asunto en primera instancia o en el que se homologó o aprobó la transacción o 
acuerdo. 

2.  Cuando el título sea un laudo arbitral o un acuerdo de mediación, será competente para denegar 
o autorizar la ejecución y el correspondiente despacho el Juzgado de Primera Instancia del lugar 
en que se haya dictado el laudo o se hubiera firmado el acuerdo de mediación. 

3.  Para la ejecución fundada en títulos distintos de los expresados en los apartados anteriores, será 
competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar que corresponda con arreglo a lo dispuesto 
en los artículos 50 y 51 de esta Ley. La ejecución podrá instarse también, a elección del ejecutante, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del lugar de cumplimiento de la obligación, según el título, 
o ante el de cualquier lugar en que se encuentren bienes del ejecutado que puedan ser 
embargados, sin que sean aplicables, en ningún caso, las reglas sobre sumisión expresa o tácita 
contenidas en la sección 2.ª del capítulo II del Título II del Libro I. 
Si hubiese varios ejecutados, será competente el tribunal que, con arreglo al párrafo anterior, lo 
sea respecto de cualquier ejecutado, a elección del ejecutante. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la ejecución recaiga sólo sobre bienes 
especialmente hipotecados o pignorados, la competencia se determinará con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 684 de esta Ley. 

4.  En todos los supuestos reseñados en los apartados que anteceden corresponderá al Letrado de 
la Administración de Justicia la concreción de los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse 
el despacho de la ejecución, la adopción de todas las medidas necesarias para la efectividad del 
despacho, ordenando los medios de averiguación patrimonial que fueran necesarios conforme 
a lo establecido en los artículos 589 y 590 de esta ley, así como las medidas ejecutivas concretas 
que procedan. 

5.  En los procesos de ejecución adoptarán la forma de auto las resoluciones del Tribunal que: 
• 1.º Contengan la orden general de ejecución por la que se autoriza y despacha la misma. 
• 2.º Decidan sobre oposición a la ejecución definitiva basada en motivos procesales o de fondo. 
• 3.º Resuelvan las tercerías de dominio. 
• 4.º Aquellas otras que se señalen en esta ley. 
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6.  Adoptarán la forma de decreto las resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia que 
determinen los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución y 
aquellas otras que se señalen en esta ley. 

7.  El Tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así expresamente se 
señale, y en los demás casos, las resoluciones que procedan se dictarán por el Letrado de la 
Administración de Justicia a través de diligencias de ordenación, salvo cuando proceda resolver 
por decreto.  

Artículo 546 Examen de oficio de la competencia territorial 
1.  Antes de despachar ejecución, el tribunal examinará de oficio su competencia territorial y si, 

conforme al título ejecutivo y demás documentos que se acompañen a la demanda, entendiera 
que no es territorialmente competente, dictará auto absteniéndose de despachar ejecución e 
indicando al demandante el tribunal ante el que ha de presentar la demanda. Esta resolución 
será recurrible conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 552. 

2.  Una vez despachada ejecución el tribunal no podrá, de oficio, revisar su competencia territorial.  

Artículo 547 Declinatoria en la ejecución forzosa 
El ejecutado podrá impugnar la competencia del tribunal proponiendo declinatoria dentro de los 
cinco días siguientes a aquel en que reciba la primera notificación del proceso de ejecución. 
La declinatoria se sustanciará y decidirá conforme a lo previsto en el artículo 65 de esta Ley.  

CAPÍTULO III. Del despacho de la ejecución  

Artículo 548 Plazo de espera de la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de acuerdos 
de mediación 
No se despachará ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de acuerdos de mediación, 
dentro de los veinte días posteriores a aquel en que la resolución de condena sea firme, o la 
resolución de aprobación del convenio o de firma del acuerdo haya sido notificada al ejecutado.  

Artículo 549 Demanda ejecutiva. Contenido 
1.  Sólo se despachará ejecución a petición de parte, en forma de demanda, en la que se expresarán: 

• 1.º El título en que se funda el ejecutante. 
• 2.º La tutela ejecutiva que se pretende, en relación con el título ejecutivo que se aduce, 

precisando, en su caso, la cantidad que se reclame conforme a lo dispuesto en el artículo 575 
de esta Ley. 

• 3.º Los bienes del ejecutado susceptibles de embargo de los que tuviere conocimiento y, en 
su caso, si los considera suficientes para el fin de la ejecución. 

• 4.º En su caso, las medidas de localización e investigación que interese al amparo del artículo 
590 de esta Ley. 

• 5.º La persona o personas, con expresión de sus circunstancias identificativas, frente a las que 
se pretenda el despacho de la ejecución, por aparecer en el título como deudores o por estar 
sujetos a la ejecución según lo dispuesto en los artículos 538 a 544 de esta Ley. 

2.  Cuando el título ejecutivo sea una resolución del Letrado de la Administración de Justicia o una 
sentencia o resolución dictada por el Tribunal competente para conocer de la ejecución, la 
demanda ejecutiva podrá limitarse a la solicitud de que se despache la ejecución, identificando 
la sentencia o resolución cuya ejecución se pretenda. 
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3.  En la sentencia condenatoria de desahucio por falta de pago de las rentas o cantidades debidas, 
o por expiración legal o contractual del plazo, o en los decretos que pongan fin al referido 
desahucio si no hubiera oposición al requerimiento, la solicitud de su ejecución en la demanda 
de desahucio será suficiente para la ejecución directa de dichas resoluciones, sin necesidad de 
ningún otro trámite para proceder al lanzamiento en el día y hora señalados en la propia 
sentencia o en la fecha que se hubiera fijado al ordenar la realización del requerimiento al 
demandado. 

4.  El plazo de espera legal al que se refiere el artículo anterior no será de aplicación en la ejecución 
de resoluciones de condena de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, o 
por expiración legal o contractual del plazo, que se regirá por lo previsto en tales casos. 
No obstante, cuando se trate de vivienda habitual, con carácter previo al lanzamiento, deberá 
haberse procedido en los términos del artículo 441.5 de esta Ley.  

Artículo 550 Documentos que han de acompañar a la demanda ejecutiva 
1.  A la demanda ejecutiva se acompañarán: 

• 1.º El título ejecutivo, salvo que la ejecución se funde en sentencia, decreto, acuerdo o 
transacción que conste en los autos. 
Cuando el título sea un laudo, se acompañarán, además, el convenio arbitral y los 
documentos acreditativos de la notificación de aquél a las partes. 
Cuando el título sea un acuerdo de mediación elevado a escritura pública, se acompañará, 
además, copia de las actas de la sesión constitutiva y final del procedimiento. 

• 2.º El poder otorgado a procurador, siempre que la representación no se confiera «apud acta» 
o no conste ya en las actuaciones, cuando se pidiere la ejecución de sentencias, transacciones 
o acuerdos aprobados judicialmente. 

• 3.º Los documentos que acrediten los precios o cotizaciones aplicados para el cómputo en 
dinero de deudas no dinerarias, cuando no se trate de datos oficiales o de público 
conocimiento. 

• 4.º Los demás documentos que la ley exija para el despacho de la ejecución. 
2. También podrán acompañarse a la demanda ejecutiva cuantos documentos considere el 

ejecutante útiles o convenientes para el mejor desarrollo de la ejecución y contengan datos de 
interés para despacharla. 

 Artículo 551 Orden general de ejecución y despacho de la ejecución 
1. Presentada la demanda ejecutiva, el Tribunal, siempre que concurran los presupuestos y 

requisitos procesales, el título ejecutivo no adolezca de ninguna irregularidad formal y los actos 
de ejecución que se solicitan sean conformes con la naturaleza y contenido del título, dictará 
auto conteniendo la orden general de ejecución y despachando la misma. 
Con carácter previo el letrado de la Administración de Justicia llevará a cabo la oportuna consulta 
al Registro Público Concursal a los efectos previstos en el apartado 4 del artículo 5 bis de la Ley 
Concursal. 

2.  El citado auto expresará: 
• 1.º La persona o personas a cuyo favor se despacha la ejecución y la persona o personas 
contra quien se despacha ésta. 
• 2.º Si la ejecución se despacha en forma mancomunada o solidaria. 
• 3.º La cantidad, en su caso, por la que se despacha la ejecución, por todos los conceptos. 
• 4.º Las precisiones que resulte necesario realizar respecto de las partes o del contenido de la 

ejecución, según lo dispuesto en el título ejecutivo, y asimismo respecto de los responsables 
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personales de la deuda o propietarios de bienes especialmente afectos a su pago o a los que 
ha de extenderse la ejecución, según lo establecido en el artículo 538 de esta ley. 

3.  Dictado el auto por el Juez o Magistrado, el letrado de la Administración de Justicia responsable 
de la ejecución, en el mismo día o en el siguiente día hábil a aquél en que hubiera sido dictado 
el auto despachando ejecución, dictará decreto en el que se contendrán: 
• 1.º Las medidas ejecutivas concretas que resultaren procedentes, incluido si fuera posible el 

embargo de bienes. 
• 2.º Las medidas de localización y averiguación de los bienes del ejecutado que procedan, 

conforme a lo previsto en los artículos 589 y 590. 
• 3.º El contenido del requerimiento de pago que deba hacerse al deudor, en los casos en que 

la ley establezca este requerimiento, y si este se efectuara por funcionarios del Cuerpo de 
Auxilio Judicial o por el procurador de la parte ejecutante, si lo hubiera solicitado. 

El letrado de la Administración de Justicia pondrá en conocimiento del Registro Público Concursal 
la existencia del auto por el que se despacha la ejecución con expresa especificación del número 
de identificación fiscal del deudor persona física o jurídica contra el que se despache la ejecución. 
El Registro Público Concursal notificará al juzgado que esté conociendo de la ejecución la práctica 
de cualquier asiento que se lleve a cabo asociado al número de identificación fiscal notificado a 
los efectos previstos en la legislación concursal. El letrado de la Administración de Justicia pondrá 
en conocimiento del Registro Público Concursal la finalización del procedimiento de ejecución 
cuando la misma se produzca. 

4.  Contra el auto autorizando y despachando la ejecución no se dará recurso alguno, sin perjuicio 
de la oposición que pueda formular el ejecutado. 

5.  Contra el decreto dictado por el Letrado de la Administración de Justicia cabrá interponer recurso 
directo de revisión, sin efecto suspensivo, ante el Tribunal que hubiere dictado la orden general 
de ejecución.  

Artículo 552 Denegación del despacho de la ejecución. Recursos 
1.  Si el tribunal entendiese que no concurren los presupuestos y requisitos legalmente exigidos para 

el despacho de la ejecución, dictará auto denegando el despacho de la ejecución. 
El tribunal examinará de oficio si alguna de las cláusulas incluidas en un título ejecutivo de los 
citados en el artículo 557.1 puede ser calificada como abusiva. Cuando apreciare que alguna 
cláusula puede ser calificada como tal dará audiencia por quince días a las partes. Oídas éstas, 
acordará lo procedente en el plazo de cinco días hábiles conforme a lo previsto en el artículo 
561.1.3.ª 

2.  El auto que deniegue el despacho de la ejecución será directamente apelable, sustanciándose la 
apelación sólo con el acreedor. También podrá el acreedor, a su elección, intentar recurso de 
reposición previo al de apelación. 

3.  Una vez firme el auto que deniegue el despacho de la ejecución, el acreedor sólo podrá hacer 
valer sus derechos en el proceso ordinario correspondiente, si no obsta a éste la cosa juzgada de 
la sentencia o resolución firme en que se hubiese fundado la demanda de ejecución.  

Artículo 553 Notificación 
El auto que autorice y despache ejecución así como el decreto que en su caso hubiera dictado el 

Letrado de la Administración de Justicia, junto con copia de la demanda ejecutiva, serán 
notificados simultáneamente al ejecutado o, en su caso, al procurador que le represente, sin 
citación ni emplazamiento, para que en cualquier momento pueda personarse en la ejecución, 
entendiéndose con él, en tal caso, las ulteriores actuaciones.  
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Artículo 554 Medidas inmediatas tras el auto de despacho de la ejecución 
1.  En los casos en que no se establezca requerimiento de pago, las medidas a que se refiere el 

número 2.º del apartado 3 del artículo 551 se llevarán a efecto de inmediato, sin oír previamente 
al ejecutado ni esperar a la notificación del decreto dictado al efecto. 

2.  Aunque deba efectuarse requerimiento de pago, se procederá también en la forma prevista en 
el apartado anterior cuando así lo solicitare el ejecutante, justificando, a juicio del Letrado de la 
Administración de Justicia responsable de la ejecución, que cualquier demora en la localización 
e investigación de bienes podría frustrar el buen fin de la ejecución.  

Artículo 555 Acumulación de ejecuciones 
1.  A instancia de cualquiera de las partes, o de oficio, se acordará por el Letrado de la 

Administración de Justicia la acumulación de los procesos de ejecución pendientes entre el 
mismo acreedor ejecutante y el mismo deudor ejecutado. 

2.  Los procesos de ejecución que se sigan frente al mismo ejecutado podrán acumularse, a instancia 
de cualquiera de los ejecutantes, si el Letrado de la Administración de Justicia competente en el 
proceso más antiguo lo considera más conveniente para la satisfacción de todos los acreedores 
ejecutantes. 

3.  La petición de acumulación se sustanciará en la forma prevenida en los artículos 74 y siguientes. 
4.  Cuando la ejecución se dirija exclusivamente sobre bienes especialmente hipotecados, sólo 

podrá acordarse la acumulación a otros procesos de ejecución cuando estos últimos se sigan 
para hacer efectiva otras garantías hipotecarias sobre los mismos bienes. 

CAPÍTULO IV. De la oposición a la ejecución y de la impugnación de actos de ejecución contrarios 
a la ley o al título ejecutivo  

Artículo 556 Oposición a la ejecución de resoluciones procesales o arbitrales o de los acuerdos 
de mediación 
1.  Si el título ejecutivo fuera una resolución procesal o arbitral de condena o un acuerdo de 

mediación, el ejecutado, dentro de los diez días siguientes a la notificación del auto en que se 
despache ejecución, podrá oponerse a ella por escrito alegando el pago o cumplimiento de lo 
ordenado en la sentencia, laudo o acuerdo, que habrá de justificar documentalmente. 
También se podrá oponer la caducidad de la acción ejecutiva, y los pactos y transacciones que se 
hubiesen convenido para evitar la ejecución, siempre que dichos pactos y transacciones consten 
en documento público. 

2.  La oposición que se formule en los casos del apartado anterior no suspenderá el curso de la 
ejecución. 

3.  No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando la ejecución se haya despachado 
en virtud del auto a que se refiere el número 8º del apartado 2 del artículo 517, una vez el Letrado 
de la Administración de Justicia haya tenido por formulada oposición a la ejecución, en la misma 
resolución ordenará la suspensión de ésta. Esta oposición podrá fundarse en cualquiera de las 
causas previstas en el artículo siguiente y en las que se expresan a continuación: 

• 1.ª Culpa exclusiva de la víctima. 
• 2.ª Fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. 
• 3.ª Concurrencia de culpas. 
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Artículo 557 Oposición a la ejecución fundada en títulos no judiciales ni arbitrales 
1.  Cuando se despache ejecución por los títulos previstos en los números 4.º, 5.º, 6.º y 7.º, así como 

por otros documentos con fuerza ejecutiva a que se refiere el número 9.º del apartado 2 del 
artículo 517, el ejecutado sólo podrá oponerse a ella, en el tiempo y en la forma prevista en el 
artículo anterior, si se funda en alguna de las causas siguientes: 
• 1.ª Pago, que pueda acreditar documentalmente. 
• 2.ª Compensación de crédito líquido que resulte de documento que tenga fuerza ejecutiva. 
• 3.ª Pluspetición o exceso en la computación a metálico de las deudas en especie. 
• 4.ª Prescripción y caducidad. 
• 5.ª Quita, espera o pacto o promesa de no pedir, que conste documentalmente. 
• 6.ª Transacción, siempre que conste en documento público. 
• 7.ª Que el título contenga cláusulas abusivas. 

2.  Si se formulare la oposición prevista en el apartado anterior, el Letrado de la Administración de 
Justicia mediante diligencia de ordenación suspenderá el curso de la ejecución.  

Artículo 558 Oposición por pluspetición. Especialidades 
1.  La oposición fundada exclusivamente en pluspetición o exceso no suspenderá el curso de la 

ejecución, a no ser que el ejecutado ponga a disposición del Tribunal, para su inmediata entrega 
por el Letrado de la Administración de Justicia al ejecutante, la cantidad que considere debida. 
Fuera de este caso, la ejecución continuará su curso, pero el producto de la venta de bienes 
embargados, en lo que exceda de la cantidad reconocida como debida por el ejecutado, no se 
entregará al ejecutante mientras la oposición no haya sido resuelta. 

2.  En los casos a que se refieren los artículos 572 y 574, sobre saldos de cuentas e intereses variables, 
el Letrado de la Administración de Justicia encargado de la ejecución, a solicitud del ejecutado, 
podrá designar mediante diligencia de ordenación perito que, previa provisión de fondos, emita 
dictamen sobre el importe de la deuda. De este dictamen se dará traslado a ambas partes para 
que en el plazo común de cinco días presenten sus alegaciones sobre el dictamen emitido. Si 
ambas partes estuvieran conformes con lo dictaminado o no hubieran presentado alegaciones 
en el plazo para ello concedido, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto de 
conformidad con aquel dictamen. Contra este decreto cabrá interponer recurso directo de 
revisión, sin efectos suspensivos, ante el Tribunal. 
En caso de controversia o cuando solamente una de las partes hubiera presentado alegaciones, 
el Letrado de la Administración de Justicia señalará día y hora para la celebración de vista ante el 
Tribunal que hubiera dictado la orden general de ejecución.  

Artículo 559 Sustanciación y resolución de la oposición por defectos procesales 
1.  El ejecutado podrá también oponerse a la ejecución alegando los defectos siguientes: 

• 1.º Carecer el ejecutado del carácter o representación con que se le demanda. 
• 2.º Falta de capacidad o de representación del ejecutante o no acreditar el carácter o 

representación con que demanda. 
• 3.º Nulidad radical del despacho de la ejecución por no contener la sentencia o el laudo 

arbitral pronunciamientos de condena, o por no cumplir el documento presentado, el laudo 
o el acuerdo de mediación los requisitos legales exigidos para llevar aparejada ejecución, o 
por infracción, al despacharse ejecución, de lo dispuesto en el artículo 520. 

• 4.º Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral no protocolizado notarialmente, la falta de 
autenticidad de éste 

2.  Cuando la oposición del ejecutado se fundare, exclusivamente o junto con otros motivos o causas, 
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en defectos procesales, el ejecutante podrá formular alegaciones sobre éstos, en el plazo de 
cinco días. Si el tribunal entendiere que el defecto es subsanable, concederá mediante 
providencia al ejecutante un plazo de diez días para subsanarlo. 
Cuando el defecto o falta no sea subsanable o no se subsanare dentro de este plazo, se dictará 
auto dejando sin efecto la ejecución despachada, con imposición de las costas al ejecutante. Si 
el tribunal no apreciase la existencia de los defectos procesales a que se limite la oposición, 
dictará auto desestimándola y mandando seguir la ejecución adelante, e impondrá al ejecutado 
las costas de la oposición.  

Artículo 560 Sustanciación de la oposición por motivos de fondo 
Cuando se haya resuelto sobre la oposición a la ejecución por motivos procesales o éstos no se hayan 
alegado, el ejecutante podrá impugnar la oposición basada en motivos de fondo en el plazo de cinco 
días, contados desde que se le notifique la resolución sobre aquellos motivos o desde el traslado del 
escrito de oposición. 
Las partes, en sus respectivos escritos de oposición y de impugnación de ésta, podrán solicitar la 
celebración de vista, que el Tribunal acordará mediante providencia si la controversia sobre la 
oposición no pudiere resolverse con los documentos aportados, señalándose por el letrado de la 
Administración de Justicia día y hora para su celebración dentro de los diez siguientes a la conclusión 
del trámite de impugnación. 
Si no se solicitara la vista o si el tribunal no considerase procedente su celebración, se resolverá sin 
más trámites la oposición conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente. 
Cuando se acuerde la celebración de vista, si no compareciere a ella el ejecutado el tribunal le tendrá 
por desistido de la oposición y adoptará las resoluciones previstas en el artículo 442. Si no 
compareciere el ejecutante, el tribunal resolverá sin oírle sobre la oposición a la ejecución. 
Compareciendo ambas partes, se desarrollará la vista con arreglo a lo previsto para el juicio verbal, 
dictándose a continuación la resolución que proceda conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente. 

Artículo 561 Auto resolutorio de la oposición por motivos de fondo 
1.  Oídas las partes sobre la oposición a la ejecución no fundada en defectos procesales y, en su caso, 

celebrada la vista, el tribunal adoptará, mediante auto, a los solos efectos de la ejecución, alguna 
de las siguientes resoluciones: 
• 1.ª Declarar procedente que la ejecución siga adelante por la cantidad que se hubiese 

despachado, cuando la oposición se desestimare totalmente. En caso de que la oposición se 
hubiese fundado en pluspetición y ésta se desestimare parcialmente, la ejecución se 
declarará procedente sólo por la cantidad que corresponda. 
El auto que desestime totalmente la oposición condenará en las costas de ésta al ejecutado, 
conforme a lo dispuesto en los artículos 394 para la condena en costas en primera instancia. 

• 2.ª Declarar que no procede la ejecución, cuando se estimare alguno de los motivos de 
oposición enumerados en los artículos 556 y 557 o se considerare enteramente fundada la 
pluspetición que se hubiere admitido conforme al artículo 558. 

• 3.ª Cuando se apreciase el carácter abusivo de una o varias cláusulas, el auto que se dicte 
determinará las consecuencias de tal carácter, decretando bien la improcedencia de la 
ejecución, bien despachando la misma sin aplicación de aquéllas consideradas abusivas. 

2.  Si se estimara la oposición a la ejecución, se dejará ésta sin efecto y se mandará alzar los 
embargos y las medidas de garantía de la afección que se hubieren adoptado, reintegrándose al 
ejecutado a la situación anterior al despacho de la ejecución, conforme a lo dispuesto en los 
artículos 533 y 534. También se condenará al ejecutante a pagar las costas de la oposición. 
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3. Contra el auto que resuelva la oposición podrá interponerse recurso de apelación, que no 
suspenderá el curso de la ejecución si la resolución recurrida fuera desestimatoria de la oposición. 
Cuando la resolución recurrida sea estimatoria de la oposición el ejecutante podrá solicitar que 
se mantengan los embargos y medidas de garantía adoptadas y que se adopten las que procedan 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 697 de esta Ley, y el tribunal así lo acordará, 
mediante providencia, siempre que el ejecutante preste caución suficiente, que se fijará en la 
propia resolución, para asegurar la indemnización que pueda corresponder al ejecutado en caso 
de que la estimación de la oposición sea confirmada.  

Artículo 562 Impugnación de infracciones legales en el curso de la ejecución 
1.  Con independencia de la oposición a la ejecución por el ejecutado según lo dispuesto en los 

artículos anteriores, todas las personas a que se refiere el artículo 538 podrán denunciar la 
infracción de normas que regulen los actos concretos del proceso de ejecución: 
• 1.º Por medio del recurso de reposición establecido en la presente ley si la infracción constara 

o se cometiera en resolución del Tribunal de la ejecución o del Letrado de la Administración 
de Justicia. 

• 2.º Por medio del recurso de apelación en los casos en que expresamente se prevea en esta 
Ley. 

• 3.º Mediante escrito dirigido al Tribunal si no existiera resolución expresa frente a la que 
recurrir. En el escrito se expresará con claridad la resolución o actuación que se pretende para 
remediar la infracción alegada. 

2.  Si se alegase que la infracción entraña nulidad de actuaciones o el Tribunal lo estimase así, se 
estará a lo dispuesto en los artículos 225 y siguientes. Cuando dicha nulidad hubiera sido alegada 
ante el Letrado de la Administración de Justicia o éste entendiere que hay causa para declararla, 
dará cuenta al Tribunal que autorizó la ejecución para que resuelva sobre ello.  

Artículo 563 Actos de ejecución contradictorios con el título ejecutivo judicial 
1.  Cuando, habiéndose despachado ejecución en virtud de sentencias o resoluciones judiciales, el 

tribunal competente para la ejecución provea en contradicción con el título ejecutivo, la parte 
perjudicada podrá interponer recurso de reposición y, si se desestimare, de apelación. 
Si la resolución contraria al título ejecutivo fuere dictada por el Letrado de la Administración de 
Justicia, previa reposición, cabrá contra ella recurso de revisión ante el tribunal y, si fuera 
desestimado, recurso de apelación. 

2.  En los casos del apartado anterior, la parte que recurra podrá pedir la suspensión de la concreta 
actividad ejecutiva impugnada, que se concederá si, a juicio del Tribunal, presta caución 
suficiente para responder de los daños que el retraso pueda causar a la otra parte. 
Podrá constituirse la caución en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del 
apartado 3 del artículo 529. 

  
Artículo 564 Defensa jurídica del ejecutado fundada en hechos y actos no comprendidos en las 
causas de oposición a la ejecución 
Si, después de precluidas las posibilidades de alegación en juicio o con posterioridad a la producción 
de un título ejecutivo extrajudicial, se produjesen hechos o actos, distintos de los admitidos por esta 
Ley como causas de oposición a la ejecución, pero jurídicamente relevantes respecto de los derechos 
de la parte ejecutante frente al ejecutado o de los deberes del ejecutado para con el ejecutante, la 
eficacia jurídica de aquellos hechos o actos podrá hacerse valer en el proceso que corresponda.  
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CAPÍTULO V. De la suspensión y término de la ejecución  

Artículo 565 Alcance y norma general sobre suspensión de la ejecución 
1.  Sólo se suspenderá la ejecución en los casos en que la Ley lo ordene de modo expreso, o así lo 

acuerden todas las partes personadas en la ejecución. 
2.  Decretada la suspensión, podrán, no obstante, adoptarse o mantenerse medidas de garantía de 

los embargos acordados y se practicarán, en todo caso, los que ya hubieren sido acordados.  

Artículo 566 Suspensión, sobreseimiento y reanudación de la ejecución en casos de rescisión y 
de revisión de sentencia firme 
1.  Si, despachada ejecución, se interpusiera y admitiera demanda de revisión o de rescisión de 

sentencia firme dictada en rebeldía, el tribunal competente para la ejecución podrá ordenar, a 
instancia de parte, y si las circunstancias del caso lo aconsejaran, que se suspendan las 
actuaciones de ejecución de la sentencia. Para acordar la suspensión el tribunal deberá exigir al 
que la pida caución por el valor de lo litigado y los daños y perjuicios que pudieren irrogarse por 
la inejecución de la sentencia. Antes de decidir sobre la suspensión de la ejecución de la 
sentencia objeto de revisión, el tribunal oirá el parecer del Ministerio Fiscal. 
La caución a que se refiere el párrafo anterior podrá otorgarse en cualquiera de las formas 
previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 529. 

2.  Se alzará la suspensión de la ejecución y se ordenará que continúe cuando le conste al Letrado 
de la Administración de Justicia responsable de la ejecución la desestimación de la revisión o de 
la demanda de rescisión de sentencia dictada en rebeldía. 

3.  Se sobreseerá por el Letrado de la Administración de Justicia la ejecución cuando se estime la 
revisión o cuando, después de rescindida la sentencia dictada en rebeldía, se dicte sentencia 
absolutoria del demandado. 

4.  Cuando, rescindida la sentencia dictada en rebeldía, se dicte sentencia con el mismo contenido 
que la rescindida o que, aun siendo de distinto contenido, tuviere pronunciamientos de condena, 
se procederá a su ejecución, considerándose válidos y eficaces los actos de ejecución anteriores 
en lo que fueren conducentes para lograr la efectividad de los pronunciamientos de dicha 
sentencia. 

Artículo 567 Interposición de recursos ordinarios y suspensión 
La interposición de recursos ordinarios no suspenderá, por sí misma, el curso de las actuaciones 
ejecutivas. Sin embargo, si el ejecutado acredita que la resolución frente a la que recurre le produce 
daño de difícil reparación podrá solicitar del Tribunal que despachó la ejecución la suspensión de la 
actuación recurrida, prestando, en las formas permitidas por esta ley, caución suficiente para 
responder de los perjuicios que el retraso pudiera producir. 

Artículo 568 Suspensión en caso de situaciones concursales o preconcursales 
1.  No se dictará auto autorizando y despachando la ejecución cuando conste al Tribunal que el 

demandado se halla en situación de concurso o se haya efectuado la comunicación a que se 
refiere el artículo 5 bis de la Ley Concursal y respecto a los bienes determinados en dicho artículo. 
En este último caso, cuando la ejecución afecte a una garantía real, se tendrá por iniciada la 
ejecución a los efectos del artículo 57.3 de la Ley Concursal para el caso de que sobrevenga 
finalmente el concurso a pesar de la falta de despacho de ejecución. 

2.  El letrado de la Administración de Justicia decretará la suspensión de la ejecución en el estado 
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en que se halle en cuanto conste en el procedimiento la declaración del concurso. El inicio de la 
ejecución y la continuación del procedimiento ya iniciado que se dirija exclusivamente contra 
bienes hipotecados y pignorados estarán sujetos a cuanto establece la Ley Concursal. 

3.  Si existieran varios demandados, y sólo alguno o algunos de ellos se encontraran en el supuesto 
al que se refieren los dos apartados anteriores, la ejecución no se suspenderá respecto de los 
demás.  

Artículo 569 Suspensión por prejudicialidad penal 
1.  La presentación de denuncia o la interposición de querella en que se expongan hechos de 

apariencia delictiva relacionados con el título ejecutivo o con el despacho de la ejecución forzosa 
no determinarán, por sí solas, que se decrete la suspensión de ésta. 
Sin embargo, si se encontrase pendiente causa criminal en que se investiguen hechos de 
apariencia delictiva que, de ser ciertos, determinarían la falsedad o nulidad del título o la 
invalidez o ilicitud del despacho de la ejecución, el Tribunal que la autorizó, oídas las partes y el 
Ministerio Fiscal, acordará la suspensión de la ejecución. 

2.  Si la causa penal a que se refiere el apartado anterior finalizare por resolución en que se declare 
la inexistencia del hecho o no ser éste delictivo, el ejecutante podrá pedir indemnización de 
daños y perjuicios, en los términos del apartado séptimo del artículo 40. 

3.  No obstante lo dispuesto en el apartado primero de este artículo, la ejecución podrá seguir 
adelante si el ejecutante presta, en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del 
apartado 3 del artículo 529, caución suficiente, a juicio del Tribunal que la despachó, para 
responder de lo que perciba y de los daños y perjuicios que la ejecución produzca al ejecutado.  

Artículo 570 Final de la ejecución 
La ejecución forzosa sólo terminará con la completa satisfacción del acreedor ejecutante, lo que se 
acordará por decreto del Letrado de la Administración de Justicia, contra el cual podrá interponerse 
recurso directo de revisión. 

CAPÍTULO II. Del requerimiento de pago  

Artículo 580 Casos en que no procede el requerimiento de pago 
Cuando el título ejecutivo consista en resoluciones del letrado de la Administración de Justicia, 
resoluciones judiciales o arbitrales o que aprueben transacciones o convenios alcanzados dentro del 
proceso, o acuerdos de mediación, que obliguen a entregar cantidades determinadas de dinero, no 
será necesario requerir de pago al ejecutado para proceder al embargo de sus bienes.  

Artículo 581 Casos en que procede el requerimiento de pago 
1.  Cuando la ejecución para la entrega de cantidades determinadas de dinero no se funde en 

resoluciones procesales o arbitrales, despachada la ejecución, se requerirá de pago al ejecutado 
por la cantidad reclamada en concepto de principal e intereses devengados, en su caso, hasta la 
fecha de la demanda y si no pagase en el acto, el Tribunal procederá al embargo de sus bienes 
en la medida suficiente para responder de la cantidad por la que se haya despachado ejecución 
y las costas de ésta. 

2.  No se practicará el requerimiento establecido en el apartado anterior cuando a la demanda 
ejecutiva se haya acompañado acta notarial que acredite haberse requerido de pago al ejecutado 
con al menos diez días de antelación.  
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Artículo 582 Lugar del requerimiento de pago 
El requerimiento de pago se efectuará en el domicilio que figure en el título ejecutivo. Pero, a 
petición del ejecutante, el requerimiento podrá hacerse, además, en cualquier lugar en el que, 
incluso de forma accidental, el ejecutado pudiera ser hallado. 
Si no se encontrase el ejecutado en el domicilio que conste en el título ejecutivo, podrá practicarse 
el embargo si el ejecutante lo solicita, sin perjuicio de intentar de nuevo el requerimiento con arreglo 
a lo dispuesto en esta Ley para los actos de comunicación mediante entrega de la resolución o de 
cédula y, en su caso, para la comunicación edictal. 

Artículo 583 Pago por el ejecutado. Costas 
1.  Si el ejecutado pagase en el acto del requerimiento o antes del despacho de la ejecución, el 

Letrado de la Administración de Justicia pondrá la suma de dinero correspondiente a disposición 
del ejecutante, y entregará al ejecutado justificante del pago realizado. 

2.  Aunque pague el deudor en el acto del requerimiento, serán de su cargo todas las costas 
causadas, salvo que justifique que, por causa que no le sea imputable, no pudo efectuar el pago 
antes de que el acreedor promoviera la ejecución. 

3.  Satisfechos intereses y costas, de haberse devengado, el Letrado de la Administración de Justicia 
dictará decreto dando por terminada la ejecución.  

CAPÍTULO III. Del embargo de bienes 

SECCIÓN 1. DE LA TRABA DE LOS BIENES  

Artículo 584 Alcance objetivo y suficiencia del embargo 
No se embargarán bienes cuyo previsible valor exceda de la cantidad por la que se haya despachado 
ejecución, salvo que en el patrimonio del ejecutado sólo existieren bienes de valor superior a esos 
conceptos y la afección de dichos bienes resultare necesaria a los fines de la ejecución. 

Artículo 585 Evitación del embargo mediante consignación 
Despachada la ejecución, se procederá al embargo de bienes conforme a lo dispuesto en la presente 
Ley, a no ser que el ejecutado consignare la cantidad por la que ésta se hubiere despachado, en cuyo 
caso se suspenderá el embargo. 
El ejecutado que no hubiere hecho la consignación antes del embargo podrá efectuarla en cualquier 
momento posterior, antes de que se resuelva la oposición a la ejecución. En este caso, una vez 
realizada la consignación, se alzarán los embargos que se hubiesen trabado.  

Artículo 586 Destino de la cantidad consignada 
Si el ejecutado formulare oposición, la cantidad consignada conforme al artículo anterior se 
depositará en el establecimiento designado para ello y el embargo seguirá en suspenso. 
Si el ejecutado no formulare oposición, la cantidad consignada para evitar el embargo se entregará 
al ejecutante sin perjuicio de la posterior liquidación de intereses y costas. 

Artículo 587 Momento del embargo 
1.  El embargo se entenderá hecho desde que se decrete por el Letrado de la Administración de 

Justicia o se reseñe la descripción de un bien en el acta de la diligencia de embargo, aunque no 
se hayan adoptado aún medidas de garantía o publicidad de la traba. El Letrado de la 
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Administración de Justicia adoptará inmediatamente dichas medidas de garantía y publicidad, 
expidiendo de oficio los despachos precisos, de los que, en su caso, se hará entrega al procurador 
del ejecutante que así lo hubiera solicitado. 

2.  Lo dispuesto en el apartado anterior se entenderá sin perjuicio de las normas de protección del 
tercero de buena fe que deban ser aplicadas. 

Artículo 588 Nulidad del embargo indeterminado. Embargo de cuentas abiertas en entidades de 
crédito 
1.  Será nulo el embargo sobre bienes y derechos cuya efectiva existencia no conste. 
2.  No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán embargarse los depósitos bancarios y 

los saldos favorables que arrojaren las cuentas abiertas en entidades de crédito, siempre que, en 
razón del título ejecutivo, se determine por el Letrado de la Administración de Justicia una 
cantidad como límite máximo. 
De lo que exceda de ese límite podrá el ejecutado disponer libremente. 

3.  Cuando los fondos se encuentren depositados en cuentas a nombre de varios titulares sólo se 
embargará la parte correspondiente al deudor. A estos solos efectos, en el caso de cuentas de 
titularidad indistinta con solidaridad activa frente al depositario o de titularidad conjunta 
mancomunada, el embargo podrá alcanzar a la parte del saldo correspondiente al deudor, 
entendiéndose que corresponde a partes iguales a los titulares de la cuenta, salvo que conste 
una titularidad material de los fondos diferente. 

4.  Cuando en la cuenta afectada por el embargo se efectúe habitualmente el abono del salario, 
sueldo, pensión, retribución o su equivalente, deberán respetarse las limitaciones establecidas 
en esta Ley, mediante su aplicación sobre el importe que deba considerarse sueldo, salario, 
pensión o retribución del deudor o su equivalente. A estos efectos se considerará sueldo, salario, 
pensión, retribución o su equivalente el importe ingresado en dicha cuenta por ese concepto en 
el mes en el que se practique el embargo o, en su defecto, en el mes anterior. 

Artículo 589 Manifestación de bienes del ejecutado 
1.  Salvo que el ejecutante señale bienes cuyo embargo estime suficiente para el fin de la ejecución, 

el Letrado de la Administración de Justicia requerirá, mediante diligencia de ordenación, de oficio 
al ejecutado para que manifieste relacionadamente bienes y derechos suficientes para cubrir la 
cuantía de la ejecución, con expresión, en su caso, de cargas y gravámenes, así como, en el caso 
de inmuebles, si están ocupados, por qué personas y con qué título. 

2.  El requerimiento al ejecutado para la manifestación de sus bienes se hará con apercibimiento de 
las sanciones que pueden imponérsele, cuando menos por desobediencia grave, en caso de que 
no presente la relación de sus bienes, incluya en ella bienes que no sean suyos, excluya bienes 
propios susceptibles de embargo o no desvele las cargas y gravámenes que sobre ellos pesaren. 

3.  Si el ejecutado no señalare bienes susceptibles de embargo o el valor de los señalados fuera 
insuficiente para el fin de la ejecución, el letrado de la Administración de Justicia dictará decreto 
advirtiendo al ejecutado de que, en caso de probabilidad de insolvencia, de insolvencia 
inminente o de insolvencia actual, puede comunicar al juzgado competente el inicio o la voluntad 
de iniciar negociaciones con acreedores para alcanzar un plan de reestructuración, con 
paralización de las ejecuciones durante esa negociación en los términos establecidos por la ley; 
y que, si encontrándose en estado de insolvencia actual no lo hace, tiene el deber de solicitar la 
declaración de concurso de acreedores dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que 
hubiera conocido o debido conocer ese estado de insolvencia 

4.  El Letrado de la Administración de Justicia podrá también, mediante decreto, imponer multas 
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coercitivas periódicas al ejecutado que no respondiere debidamente al requerimiento a que se 
refiere el apartado anterior. 
Para fijar la cuantía de las multas, se tendrá en cuenta la cantidad por la que se haya despachado 
ejecución, la resistencia a la presentación de la relación de bienes y la capacidad económica del 
requerido, pudiendo modificarse o dejarse sin efecto el apremio económico en atención a la 
ulterior conducta del requerido y a las alegaciones que pudiere efectuar para justificarse. 
Frente a estas resoluciones del Letrado cabrá recurso directo de revisión, sin efecto suspensivo, 
ante el Tribunal que conozca de la ejecución.  

Artículo 590 Investigación judicial del patrimonio del ejecutado 
A instancias del ejecutante que no pudiere designar bienes del ejecutado suficientes para el fin de 
la ejecución, el Letrado de la Administración de Justicia acordará, por diligencia de ordenación, 
dirigirse a las entidades financieras, organismos y registros públicos y personas físicas y jurídicas que 
el ejecutante indique, para que faciliten la relación de bienes o derechos del ejecutado de los que 
tengan constancia. Al formular estas indicaciones, el ejecutante deberá expresar sucintamente las 
razones por las que estime que la entidad, organismo, registro o persona de que se trate dispone de 
información sobre el patrimonio del ejecutado. Cuando lo solicite el ejecutante y a su costa, su 
procurador podrá intervenir en el diligenciamiento de los oficios que hubieran sido librados a tal 
efecto y recibir la cumplimentación de los mismos, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 1 del 
artículo siguiente. 
El Letrado de la Administración de Justicia no reclamará datos de organismos y registros cuando el 
ejecutante pudiera obtenerlos por sí mismo, o a través de su procurador, debidamente facultado al 
efecto por su poderdante.  

Artículo 591 Deber de colaboración 
1.  Todas las personas y entidades públicas y privadas están obligadas a prestar su colaboración en 

las actuaciones de ejecución y a entregar al Letrado de la Administración de Justicia encargado 
de la ejecución o al procurador del ejecutante, cuando así lo solicite su representado y a su costa, 
cuantos documentos y datos tengan en su poder, y cuya entrega haya sido acordada por el 
Letrado de la Administración de Justicia, sin más limitaciones que los que imponen el respeto a 
los derechos fundamentales o a los límites que, para casos determinados, expresamente 
impongan las leyes. Cuando dichas personas o entidades alegaran razones legales o de respeto 
a los derechos fundamentales para no realizar la entrega dejando sin atender la colaboración 
que les hubiera sido requerida, el Letrado de la Administración de Justicia dará cuenta al Tribunal 
para que éste acuerde lo procedente. 

2.  El Tribunal, previa audiencia de los interesados, podrá, en pieza separada, acordar la imposición 
de multas coercitivas periódicas a las personas y entidades que no presten la colaboración que 
el Tribunal les haya requerido con arreglo al apartado anterior. En la aplicación de estos apremios, 
el Tribunal tendrá en cuenta los criterios previstos en el apartado 3 del artículo 589. 

3.  Las sanciones impuestas al amparo de este artículo se someten al régimen de recursos previstos 
en el Título V del Libro VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

  

Artículo 592 Orden en los embargos. Embargo de empresas 
1.  Si acreedor y deudor no hubieren pactado otra cosa, dentro o fuera de la ejecución, el Letrado 

de la Administración de Justicia responsable de la ejecución embargará los bienes del ejecutado 
procurando tener en cuenta la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad de ésta 
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para el ejecutado. 
2.  Si por las circunstancias de la ejecución resultase imposible o muy difícil la aplicación de los 

criterios establecidos en el apartado anterior, los bienes se embargarán por el siguiente orden: 
• 1.º Dinero o cuentas corrientes de cualquier clase. 
• 2.º Créditos y derechos realizables en el acto o a corto plazo, y títulos, valores u otros 

instrumentos financieros admitidos a negociación en un mercado secundario oficial de 
valores. 

• 3.º Joyas y objetos de arte. 
• 4.º Rentas en dinero, cualquiera que sea su origen y la razón de su devengo. 
• 5.º Intereses, rentas y frutos de toda especie. 
• 6.º Bienes muebles o semovientes, acciones, títulos o valores no admitidos a cotización oficial 

y participaciones sociales. 
• 7.º Bienes inmuebles. 
• 8.º Sueldos, salarios, pensiones e ingresos procedentes de actividades profesionales y 

mercantiles autónomas. 
• 9.º Créditos, derechos y valores realizables a medio y largo plazo. 

3. También podrá decretarse el embargo de empresas cuando, atendidas todas las circunstancias, 
resulte preferible al embargo de sus distintos elementos patrimonial  

CAPÍTULO V. De las particularidades de la ejecución sobre bienes hipotecados o pignorados  

Artículo 681 Procedimiento para exigir el pago de deudas garantizadas por prenda o hipoteca 
1.  La acción para exigir el pago de deudas garantizadas por prenda o hipoteca podrá ejercitarse 

directamente contra los bienes pignorados o hipotecados, sujetando su ejercicio a lo dispuesto 
en este título, con las especialidades que se establecen en el presente capítulo. 

2.  Cuando se reclame el pago de deudas garantizadas por hipoteca naval, lo dispuesto en el 
apartado anterior sólo podrá ejercitarse en los casos descritos en el artículo 140.a) y e) de la Ley 
de Navegación Marítima. 
En los casos indicados en las letras c) y d) del referido artículo, la acción solo podrá ejercitarse 
previa constatación de la situación real del buque a través de certificación emitida por la 
administración competente y en el caso de la letra b) será necesario que se presente testimonio 
de la ejecutoria en que conste la declaración de concurso.  

Artículo 682 Ámbito del presente capítulo 
1. Las normas del presente Capítulo sólo serán aplicables cuando la ejecución se dirija 

exclusivamente contra bienes pignorados o hipotecados en garantía de la deuda por la que se 
proceda. 

2.  Cuando se persigan bienes hipotecados, las disposiciones del presente capítulo se aplicarán 
siempre que, además de lo dispuesto en el apartado anterior, se cumplan los requisitos 
siguientes: 
• 1.º Que en la escritura de constitución de la hipoteca se determine el precio en que los 

interesados tasan la finca o bien hipotecado, para que sirva de tipo en la subasta, que no 
podrá ser inferior, en ningún caso, al 75 por cien del valor señalado en la tasación que, en su 
caso, se hubiere realizado en virtud de lo previsto en la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de 
Regulación del Mercado Hipotecario. 

• 2.º Que, en la misma escritura, conste un domicilio, que fijará el deudor, para la práctica de 
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los requerimientos y de las notificaciones. También podrá fijarse, además, una dirección 
electrónica a los efectos de recibir las correspondientes notificaciones electrónicas, en cuyo 
caso será de aplicación lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 660. 
En la hipoteca sobre establecimientos mercantiles se tendrá necesariamente por domicilio el 
local en que estuviere instalado el establecimiento que se hipoteca. 

3.  El Registrador hará constar en la inscripción de la hipoteca las circunstancias a que se refiere el 
apartado anterior.  

Artículo 683 Cambio de domicilio señalado para requerimientos y notificaciones 
1.  El deudor y el hipotecante no deudor podrán cambiar el domicilio que hubieren designado para 

la práctica de requerimientos y notificaciones, sujetándose a las reglas siguientes: 
• 1.ª Cuando los bienes hipotecados sean inmuebles, no será necesario el consentimiento del 

acreedor, siempre que el cambio tenga lugar dentro de la misma población que se hubiere 
designado en la escritura, o de cualquier otra que esté enclavada en el término en que 
radiquen las fincas y que sirva para determinar la competencia del Juzgado. 
Para cambiar ese domicilio a punto diferente de los expresados será necesaria la conformidad 
del acreedor. 

• 2.ª Cuando se trate de hipoteca mobiliaria, el domicilio no podrá ser cambiado sin 
consentimiento del acreedor. 

• 3.ª En caso de hipoteca naval, bastará con poner en conocimiento del acreedor el cambio de 
domicilio. 
En todo caso, será necesario acreditar la notificación fehaciente al acreedor. 

2.  Los cambios de domicilio a que hace referencia el apartado anterior se harán constar en el 
Registro por nota al margen de la inscripción de hipoteca, bien mediante instancia con firma 
legitimada o ratificada ante el Registrador, bien mediante instancia presentada telemáticamente 
en el Registro, garantizada con certificado reconocido de firma electrónica, o bien mediante acta 
notarial. 

3.  A efectos de requerimientos y notificaciones, el domicilio de los terceros adquirentes de bienes 
hipotecados será el que aparezca designado en la inscripción de su adquisición. En todo caso será 
de aplicación la previsión contenida en el apartado 1 del artículo 660.  

Artículo 684 Competencia 
1.  Para conocer de los procedimientos a que se refiere el presente capítulo será competente: 

• 1.º Si los bienes hipotecados fueren inmuebles, el Juzgado de Primera Instancia del lugar en 
que radique la finca y si ésta radicare en más de un partido judicial, lo mismo que si fueren 
varias y radicaren en diferentes partidos, el Juzgado de Primera Instancia de cualquiera de 
ellos, a elección del demandante, sin que sean aplicables en este caso las normas sobre 
sumisión expresa o tácita contenidas en la presente Ley. 

• 2.º Si los bienes hipotecados fueren buques, el Juzgado de Primera Instancia al que se 
hubieran sometido las partes en el título constitutivo de la hipoteca y, en su defecto, el 
Juzgado del lugar en que se hubiere constituido la hipoteca, el del puerto en que se encuentre 
el buque hipotecado, el del domicilio del demandado o el del lugar en que radique el Registro 
en que fue inscrita la hipoteca, a elección del actor. 

• 3.º Si los bienes hipotecados fueren muebles, el Juzgado de Primera Instancia al que las partes 
se hubieran sometido en la escritura de constitución de hipoteca y, en su defecto, el del 
partido judicial donde ésta hubiere sido inscrita. Si fueren varios los bienes hipotecados e 
inscritos en diversos Registros, será competente el Juzgado de Primera Instancia de 
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cualquiera de los partidos judiciales correspondientes, a elección del demandante. 
• 4.º Si se tratase de bienes pignorados, el Juzgado de Primera Instancia al que las partes se 

hubieren sometido en la escritura o póliza de constitución de la garantía y, en su defecto, el 
del lugar en que los bienes se hallen, estén almacenados o se entiendan depositados. 

2.  El tribunal examinará de oficio su propia competencia territorial. 

Artículo 685 Demanda ejecutiva y documentos que han de acompañarse a la misma 
1.  La demanda ejecutiva deberá dirigirse frente al deudor y, en su caso, frente al hipotecante no 

deudor o frente al tercer poseedor de los bienes hipotecados, siempre que este último hubiese 
acreditado al acreedor la adquisición de dichos bienes. 

2.  A la demanda se acompañarán el título o títulos de crédito, revestidos de los requisitos que esta 
Ley exige para el despacho de la ejecución, así como los demás documentos a que se refieren el 
artículo 550 y, en sus respectivos casos, los artículos 573 y 574 de la presente Ley. 
En caso de ejecución sobre bienes hipotecados o sobre bienes en régimen de prenda sin 
desplazamiento, si no pudiese presentarse el título inscrito, deberá acompañarse con el que se 
presente certificación del Registro que acredite la inscripción y subsistencia de la hipoteca. 

3.  A los efectos del procedimiento regulado en el presente capítulo se considerará título suficiente 
para despachar ejecución el documento privado de constitución de la hipoteca naval inscrito en 
el Registro de Bienes Muebles conforme a lo dispuesto en el artículo 128 de la Ley de Navegación 
Marítima. 

4.  Para la ejecución de las hipotecas sobre bienes inmuebles constituidas a favor de una Entidad de 
las que legalmente pueden llegar a emitir cédulas hipotecarias o que, al iniciarse el 
procedimiento, garanticen créditos y préstamos afectos a una emisión de bonos hipotecarios, 
bastará la presentación de una certificación del Registro de la Propiedad que acredite la 
inscripción y subsistencia de la hipoteca. Dicha certificación se completará con cualquier copia 
autorizada de la escritura de hipoteca, que podrá ser parcial comprendiendo tan sólo la finca o 
fincas objeto de la ejecución. 

5.  A los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 579 será necesario, para que pueda 
despacharse ejecución por la cantidad que falte y contra quienes proceda, que se les haya 
notificado la demanda ejecutiva inicial. Esta notificación podrá ser practicada por el procurador 
de la parte ejecutante que así lo solicite o cuando atendiendo a las circunstancias lo acuerde el 
Letrado de la Administración de Justicia. 
La cantidad reclamada en ésta será la que servirá de base para despachar ejecución contra los 
avalistas o fiadores sin que pueda ser aumentada por razón de los intereses de demora 
devengados durante la tramitación del procedimiento ejecutivo inicial.  

Artículo 686 Requerimiento de pago 
1.  En el auto por el que se autorice y despache la ejecución se mandará requerir de pago al deudor 

y, en su caso, al hipotecante no deudor o al tercer poseedor contra quienes se hubiere dirigido 
la demanda, en el domicilio que resulte vigente en el Registro. 
En el requerimiento a que se refiere el párrafo anterior habrán de incluirse las indicaciones 
contenidas en el artículo 441.5, produciendo iguales efectos. 

2.  Sin perjuicio de la notificación al deudor del despacho de la ejecución, no se practicará el 
requerimiento a que se refiere el apartado anterior cuando se acredite haberse efectuado 
extrajudicialmente el requerimiento o requerimientos, conforme a lo dispuesto en el apartado 2 
del artículo 581. 
A estos efectos, el requerimiento al deudor y en su caso las notificaciones al tercer poseedor 
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hipotecante no deudor y titulares, en su caso, de derechos inscritos con posterioridad al derecho 
real de hipoteca que se ejerce, habrá de realizarse en el domicilio que conste consignado por 
cada uno de ellos en el Registro. El requerimiento o notificación se hará por el Notario, en la 
forma que resulte de la legislación notarial, en la persona del destinatario, si se encontrare en el 
domicilio señalado. No hallándose en el domicilio, el Notario llevará a efecto la diligencia con la 
persona mayor de edad que allí se encontrare y manifieste tener con el requerido relación 
personal o laboral. El Notario hará constar expresamente la manifestación de dicha persona 
sobre su consentimiento a hacerse cargo de la cédula y su obligación de hacerla llegar a su 
destinatario. 
No obstante lo anterior, será válido el requerimiento o la notificación realizada fuera del domicilio 
que conste en el Registro de la Propiedad siempre que se haga en la persona del destinatario y, 
previa su identificación por el Notario, con su consentimiento, que será expresado en el acta de 
requerimiento o notificación. 
En caso de que el destinatario sea una persona jurídica el Notario entenderá la diligencia con una 
persona mayor de edad que se encontrare en el domicilio señalado en el Registro y que forme 
parte del órgano de administración, que acredite ser representante con facultades suficientes o 
que a juicio del Notario actúe notoriamente como persona encargada por la persona jurídica de 
recibir requerimientos o notificaciones fehacientes en su interés. 

3.  Intentado sin efecto el requerimiento en el domicilio que resulte del Registro, no pudiendo ser 
realizado el mismo con las personas a las que se refiere el apartado anterior, y realizadas por la 
Oficina judicial las averiguaciones pertinentes para determinar el domicilio del deudor, se 
procederá a ordenar la publicación de edictos en la forma prevista en el artículo 164.  

Artículo 687 Depósito de los vehículos de motor hipotecados y de los bienes pignorados 
1.  Cuando el procedimiento tenga por objeto deudas garantizadas por prenda o hipoteca de 

vehículos de motor, el Letrado de la Administración de Justicia mandará que los bienes 
pignorados o los vehículos hipotecados se depositen en poder del acreedor o de la persona que 
éste designe. 
Los vehículos depositados se precintarán y no podrán ser utilizados, salvo que ello no fuere 
posible por disposiciones especiales, en cuyo caso el Letrado de la Administración de Justicia 
nombrará un interventor. 

2.  El depósito a que se refiere el apartado anterior se acordará mediante decreto por el Letrado de 
la Administración de Justicia si se hubiere requerido extrajudicialmente de pago al deudor. En 
otro caso, se ordenará requerir de pago al deudor con arreglo a lo previsto en esta ley y, si éste 
no atendiera el requerimiento, se mandará constituir el depósito. 

3.  Cuando no pudieren ser aprehendidos los bienes pignorados, ni constituirse el depósito de los 
mismos, no se seguirá adelante el procedimiento.  

Artículo 688 Certificación de dominio y cargas. Sobreseimiento de la ejecución en caso de 
inexistencia o cancelación de la hipoteca 
1.  Cuando la ejecución se siga sobre bienes hipotecados, se reclamará del Registrador certificación 

en la que consten los extremos a que se refiere el apartado 1 del artículo 656, así como inserción 
literal de la inscripción de hipoteca que se haya de ejecutar, expresándose que la hipoteca en 
favor del ejecutante se halla subsistente y sin cancelar o, en su caso, la cancelación o 
modificaciones que aparecieren en el Registro. En todo caso, será de aplicación lo dispuesto en 
el apartado 3 del artículo 656. 

2.  El registrador hará constar por nota marginal en la inscripción de hipoteca que se ha expedido la 
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certificación de dominio y cargas, expresando su fecha y la existencia del procedimiento a que se 
refiere. 
En tanto no se cancele por mandamiento del Letrado de la Administración de Justicia dicha nota 
marginal, el registrador no podrá cancelar la hipoteca por causas distintas de la propia ejecución. 

3.  Si de la certificación resultare que la hipoteca en la que el ejecutante funda su reclamación no 
existe o ha sido cancelada, el Letrado de la Administración de Justicia dictará decreto poniendo 
fin a la ejecución.  

Artículo 689 Comunicación del procedimiento al titular inscrito y a los acreedores posteriores 
1.  Si de la certificación registral apareciere que la persona a cuyo favor resulte practicada la última 

inscripción de dominio no ha sido requerido de pago en ninguna de las formas notarial o judicial, 
previstas en los artículos anteriores, se notificará la existencia del procedimiento a aquella 
persona, en el domicilio que conste en el Registro, para que pueda, si le conviene, intervenir en 
la ejecución, conforme a lo dispuesto en el artículo 662, o satisfacer antes del remate el importe 
del crédito y los intereses y costas en la parte que esté asegurada con la hipoteca de su finca. 

2.  Cuando existan cargas o derechos reales constituidos con posterioridad a la hipoteca que 
garantiza el crédito del actor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 659.  

Artículo 690 Administración de la finca o bien hipotecado 
1.  Transcurrido el término de diez días desde el requerimiento de pago o, cuando éste se hubiera 

efectuado extrajudicialmente, desde el despacho de la ejecución, el acreedor podrá pedir que se 
le confiera la administración o posesión interina de la finca o bien hipotecado. El acreedor 
percibirá en dicho caso las rentas vencidas y no satisfechas, si así se hubiese estipulado, y los 
frutos, rentas y productos posteriores, cubriendo con ello los gastos de conservación y 
explotación de los bienes y después su propio crédito. 
A los efectos anteriormente previstos, la administración interina se notificará al ocupante del 
inmueble, con la indicación de que queda obligado a efectuar al administrador los pagos que 
debieran hacer al propietario. 
Tratándose de inmuebles desocupados, el administrador será puesto, con carácter provisional, 
en la posesión material de aquéllos. 

2.  Si los acreedores fuesen más de uno, corresponderá la administración al que sea preferente, 
según el Registro, y si fueran de la misma prelación podrá pedirla cualquiera de ellos en beneficio 
común, aplicando los frutos, rentas y productos según determina el apartado anterior, a prorrata 
entre los créditos de todos los actores. Si lo pidieran varios de la misma prelación, decidirá el 
Letrado de la Administración de Justicia mediante decreto a su prudente arbitrio. 

3.  La duración de la administración y posesión interina que se conceda al acreedor no excederá, 
como norma general, de dos años, si la hipoteca fuera inmobiliaria, y de un año, si fuera 
mobiliaria o naval. A su término, el acreedor rendirá cuentas de su gestión al Letrado de la 
Administración de Justicia responsable de la ejecución, quien las aprobará, si procediese. Sin este 
requisito no podrá proseguirse la ejecución. Contra la resolución del Letrado podrá ser 
interpuesto recurso directo de revisión. 

4.  Cuando se siga el procedimiento por deuda garantizada con hipoteca sobre vehículo de motor, 
sólo se acordará por el Letrado de la Administración de Justicia la administración a que se refieren 
los apartados anteriores si el acreedor que la solicite presta caución suficiente en cualquiera de 
las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 529. 

5.  Cuando la ejecución hipotecaria concurra con un proceso concursal, en materia de 
administración o posesión interina se estará a lo que disponga el tribunal que conozca del 
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proceso concursal, conforme a las normas reguladoras del mismo.  

Artículo 691 Convocatoria de la subasta de bienes hipotecados. Anuncio y publicidad de la 
convocatoria 
1.  Cumplido lo dispuesto en los artículos anteriores y transcurridos veinte días desde que tuvieron 

lugar el requerimiento de pago y las notificaciones antes expresadas, se procederá a instancia 
del actor, del deudor o del tercer poseedor, a la subasta de la finca o bien hipotecado. 

2.  La subasta se anunciará y dará publicidad en la forma determinada por los artículos 667 y 668. 
3.  Cuando se siga el procedimiento por deuda garantizada con hipoteca sobre establecimiento 

mercantil el edicto que se publique en el Portal de Subastas indicará que el adquirente quedará 
sujeto a lo dispuesto en la Ley sobre arrendamientos urbanos, aceptando, en su caso, el derecho 
del arrendador a elevar la renta por cesión del contrato. 

4.  La subasta de bienes hipotecados, sean muebles o inmuebles, se realizará con arreglo a lo 
dispuesto en esta Ley para la subasta de bienes inmuebles. 

5.  Cuando le conste al Letrado de la Administración de Justicia la declaración de concurso del 
deudor, suspenderá la subasta aunque ya se hubiera iniciado. En este caso se reanudará la 
subasta cuando se acredite, mediante testimonio de la resolución del Juez del concurso, que los 
bienes o derechos no son necesarios para la continuidad de la actividad profesional o 
empresarial del deudor, siendo de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 649. En 
todo caso el Registrador de la Propiedad notificará a la Oficina judicial ante la que se siga el 
procedimiento ejecutivo la inscripción o anotación de concurso sobre la finca hipotecada, así 
como la constancia registral de no estar afecto o no ser necesario el bien a la actividad profesional 
o empresarial del deudor. 

6.  En los procesos de ejecución a que se refiere este Capítulo podrán utilizarse también la 
realización mediante convenio y la realización por medio de persona o entidad especializada 
reguladas en las Secciones 3.ª y 4.ª del Capítulo IV del presente Título.  

Artículo 692 Pago del crédito hipotecario y aplicación del sobrante 
1.  El precio del remate se destinará, sin dilación, a pagar al actor el principal de su crédito, los 

intereses devengados y las costas causadas, sin que lo entregado al acreedor por cada uno de 
estos conceptos exceda del límite de la respectiva cobertura hipotecaria; el exceso, si lo hubiere, 
se depositará a disposición de los titulares de derechos posteriores inscritos o anotados sobre el 
bien hipotecado. Satisfechos, en su caso, los acreedores posteriores, se entregará el remanente 
al propietario del bien hipotecado. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el propietario del bien hipotecado fuera 
el propio deudor, el precio del remate, en la cuantía que exceda del límite de la cobertura 
hipotecaria, se destinará al pago de la totalidad de lo que se deba al ejecutante por el crédito 
que sea objeto de la ejecución, una vez satisfechos, en su caso, los créditos inscritos o anotados 
posteriores a la hipoteca y siempre que el deudor no se encuentre en situación de suspensión 
de pagos, concurso o quiebra. 

2.  Quien se considere con derecho al remanente que pudiera quedar tras el pago a los acreedores 
posteriores podrá promover el incidente previsto en el apartado 2 del artículo 672. 
Lo dispuesto en este apartado y en el anterior se entiende sin perjuicio del destino que deba 
darse al remanente cuando se hubiera ordenado su retención en alguna otra ejecución singular 
o en cualquier proceso concursal. 

3.  En el mandamiento que se expida para la cancelación de la hipoteca que garantizaba el crédito 
del ejecutante y, en su caso, de las inscripciones y anotaciones posteriores, se expresará, además 
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de lo dispuesto en el artículo 674, que se hicieron las notificaciones a que se refiere el artículo 
689.  

Artículo 693 Reclamación limitada a parte del capital o de los intereses cuyo pago deba hacerse 
en plazos diferentes. Vencimiento anticipado de deudas a plazos 
1.  Lo dispuesto en este Capítulo será aplicable al caso en que deje de pagarse una parte del capital 

del crédito o los intereses, cuyo pago deba hacerse en plazos, si vencieren al menos tres plazos 
mensuales sin cumplir el deudor su obligación de pago o un número de cuotas tal que suponga 
que el deudor ha incumplido su obligación por un plazo al menos equivalente a tres meses. Así 
se hará constar por el Notario en la escritura de constitución y por el Registrador en el asiento 
correspondiente. Si para el pago de alguno de los plazos del capital o de los intereses fuere 
necesario enajenar el bien hipotecado, y aún quedaren por vencer otros plazos de la obligación, 
se verificará la venta y se transferirá la finca al comprador con la hipoteca correspondiente a la 
parte del crédito que no estuviere satisfecha. 

2.  Podrá reclamarse la totalidad de lo adeudado por capital y por intereses en los términos en los 
que así se hubiese convenido en la escritura de constitución y consten en el asiento respectivo. 
Siempre que se trate de un préstamo o crédito concluido por una persona física y que esté 
garantizado mediante hipoteca sobre vivienda o cuya finalidad sea la adquisición de bienes 
inmuebles para uso residencial, se estará a lo que prescriben el artículo 24 de la Ley 5/2019, 
reguladora de los contratos de crédito inmobiliario y, en su caso, el artículo 129 bis de la Ley 
Hipotecaria. 

3.  En el caso a que se refiere el apartado anterior, el acreedor podrá solicitar que, sin perjuicio de 
que la ejecución se despache por la totalidad de la deuda, se comunique al deudor que, antes de 
que se cierre la subasta, podrá liberar el bien mediante la consignación de la cantidad exacta que 
por principal e intereses estuviere vencida en la fecha de presentación de la demanda, 
incrementada, en su caso, con los vencimientos del préstamo y los intereses de demora que se 
vayan produciendo a lo largo del procedimiento y resulten impagados en todo o en parte. A estos 
efectos, el acreedor podrá solicitar que se proceda conforme a lo previsto en el apartado 2 del 
artículo 578. 
Si el bien hipotecado fuese la vivienda habitual, el deudor podrá, aun sin el consentimiento del 
acreedor, liberar el bien mediante la consignación de las cantidades expresadas en el párrafo 
anterior. 
Liberado un bien por primera vez, podrá liberarse en segunda o ulteriores ocasiones siempre que, 
al menos, medien tres años entre la fecha de la liberación y la del requerimiento de pago judicial 
o extrajudicial efectuada por el acreedor. 
Si el deudor efectuase el pago en las condiciones previstas en los apartados anteriores, se tasarán 
las costas, que se calcularán sobre la cuantía de las cuotas atrasadas abonadas, con el límite 
previsto en el artículo 575.1 bis y, una vez satisfechas éstas, el Letrado de la Administración de 
Justicia dictará decreto liberando el bien y declarando terminado el procedimiento. Lo mismo se 
acordará cuando el pago lo realice un tercero con el consentimiento del ejecutante. 

  

Artículo 694 Realización de los bienes pignorados 
1.  Constituido el depósito de los bienes pignorados, se procederá a su realización conforme a lo 

dispuesto en esta Ley para el procedimiento de apremio. 
2.  Cuando los bienes pignorados no fueren de aquéllos a que se refiere la sección 1.ª del capítulo 

IV de este Título, se mandará anunciar la subasta conforme a lo previsto en los artículos 645 y 
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siguientes de esta Ley. 
El valor de los bienes para la subasta será el fijado en la escritura o póliza de constitución de la 
prenda y, si no se hubiese señalado, el importe total de la reclamación por principal, intereses y 
costas.  

Artículo 695 Oposición a la ejecución 
1.  En los procedimientos a que se refiere este Capítulo sólo se admitirá la oposición del ejecutado 

cuando se funde en las siguientes causas: 
• 1.ª Extinción de la garantía o de la obligación garantizada, siempre que se presente 

certificación del Registro expresiva de la cancelación de la hipoteca o, en su caso, de la prenda 
sin desplazamiento, o escritura pública de carta de pago o de cancelación de la garantía. 

• 2.ª Error en la determinación de la cantidad exigible, cuando la deuda garantizada sea el saldo 
que arroje el cierre de una cuenta entre ejecutante y ejecutado. El ejecutado deberá 
acompañar su ejemplar de la libreta en la que consten los asientos de la cuenta y sólo se 
admitirá la oposición cuando el saldo que arroje dicha libreta sea distinto del que resulte de 
la presentada por el ejecutante. 
No será necesario acompañar libreta cuando el procedimiento se refiera al saldo resultante 
del cierre de cuentas corrientes u operaciones similares derivadas de contratos mercantiles 
otorgados por entidades de crédito, ahorro o financiación en los que se hubiere convenido 
que la cantidad exigible en caso de ejecución será la especificada en certificación expedida 
por la entidad acreedora, pero el ejecutado deberá expresar con la debida precisión los 
puntos en que discrepe de la liquidación efectuada por la entidad. 

• 3.ª En caso de ejecución de bienes muebles hipotecados o sobre los que se haya constituido 
prenda sin desplazamiento, la sujeción de dichos bienes a otra prenda, hipoteca mobiliaria o 
inmobiliaria o embargo inscritos con anterioridad al gravamen que motive el procedimiento, 
lo que habrá de acreditarse mediante la correspondiente certificación registral. 

• 4.ª El carácter abusivo de una cláusula contractual que constituya el fundamento de la 
ejecución o que hubiese determinado la cantidad exigible. 

2.  Formulada la oposición a la que se refiere el apartado anterior, el Letrado de la Administración 
de Justicia suspenderá la ejecución y convocará a las partes a una comparecencia ante el Tribunal 
que hubiera dictado la orden general de ejecución, debiendo mediar quince días desde la 
citación, comparecencia en la que el Tribunal oirá a las partes, admitirá los documentos que se 
presenten y acordará en forma de auto lo que estime procedente dentro del segundo día. 

3.  El auto que estime la oposición basada en las causas 1.ª y 3.ª del apartado 1 de este artículo 
mandará sobreseer la ejecución; el que estime la oposición basada en la causa 2.ª fijará la 
cantidad por la que haya de seguirse la ejecución. 
De estimarse la causa 4.ª, se acordará el sobreseimiento de la ejecución cuando la cláusula 
contractual fundamente la ejecución. En otro caso, se continuará la ejecución con la inaplicación 
de la cláusula abusiva. 

4.  Contra el auto que ordene el sobreseimiento de la ejecución, la inaplicación de una cláusula 
abusiva o la desestimación de la oposición por la causa prevista en el apartado 1.4.º anterior, 
podrá interponerse recurso de apelación. 
Fuera de estos casos, los autos que decidan la oposición a que se refiere este artículo no serán 
susceptibles de recurso alguno y sus efectos se circunscribirán exclusivamente al proceso de 
ejecución en que se dicten.  
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Artículo 696 Tercerías de dominio 
1.  Para que pueda admitirse la tercería de dominio en los procedimientos a que se refiere este 

capítulo, deberá acompañarse a la demanda título de propiedad de fecha fehaciente anterior a 
la de constitución de la garantía. Si se tratare de bienes cuyo dominio fuere susceptible de 
inscripción en algún Registro, dicho título habrá de estar inscrito a favor del tercerista o de su 
causante con fecha anterior a la de inscripción de la garantía, lo que se acreditará mediante 
certificación registral expresiva de la inscripción del título del tercerista o de su causante y 
certificación de no aparecer extinguido ni cancelado en el Registro el asiento de dominio 
correspondiente. 

2.  La admisión de la demanda de tercería suspenderá la ejecución respecto de los bienes a los que 
se refiera y, si éstos fueren sólo parte de los comprendidos en la garantía, podrá seguir el 
procedimiento respecto de los demás, si así lo solicitare el acreedor.  

Artículo 697 Suspensión de la ejecución por prejudicialidad penal 
Fuera de los casos a que se refieren los dos artículos anteriores, los procedimientos a que se refiere 
este capítulo sólo se suspenderán por prejudicialidad penal, cuando se acredite, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 569 de esta Ley, la existencia de causa criminal sobre cualquier hecho de 
apariencia delictiva que determine la falsedad del título, la invalidez o ilicitud del despacho de la 
ejecución.  

Artículo 698 Reclamaciones no comprendidas en los artículos anteriores 
1.  Cualquier reclamación que el deudor, el tercer poseedor y cualquier interesado puedan formular 

y que no se halle comprendida en los artículos anteriores, incluso las que versen sobre nulidad 
del título o sobre el vencimiento, certeza, extinción o cuantía de la deuda, se ventilarán en el 
juicio que corresponda, sin producir nunca el efecto de suspender ni entorpecer el 
procedimiento que se establece en el presente capítulo. 
La competencia para conocer de este proceso se determinará por las reglas ordinarias. 

2.  Al tiempo de formular la reclamación a que se refiere el apartado anterior o durante el curso de 
juicio a que diere lugar, podrá solicitarse que se asegure la efectividad de la sentencia que se 
dicte en el mismo, con retención del todo o de una parte de la cantidad que, por el procedimiento 
que se regula en este capítulo, deba entregarse al acreedor. 
El tribunal, mediante providencia, decretará esta retención en vista de los documentos que se 
presenten, si estima bastantes las razones que se aleguen. Si el que solicitase la retención no 
tuviera solvencia notoria y suficiente, el tribunal deberá exigirle previa y bastante garantía para 
responder de los intereses de demora y del resarcimiento de cualesquiera otros daños y 
perjuicios que puedan ocasionarse al acreedor. 

3.  Cuando el acreedor afiance a satisfacción del tribunal la cantidad que estuviere mandada retener 
a las resultas del juicio a que se refiere el apartado primero, se alzará la retención. 
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PARA APLICAR EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DE LA DEUDA. REQUISITOS SI SE FIRMA HIPOTECA 
PARA ADQUIRIR VIVIENDA DE USO RESIDENCIAL O SE CONSTITUYE GARANTIA HIPOTECARIA 
SOBRE DICHA VIVIENDA. 

MODIFICACION LEC. TEXTO 693. 2. LEC. YA PUBLICADO BOE. EN VIGOR 16-6-2019. 

Podrá reclamarse la totalidad de lo adeudado por capital y por intereses en los términos en los que 
así se hubiese convenido en la escritura de constitución y consten en el asiento respectivo. Siempre 
que se trate de un préstamo o crédito concluido por una persona física y que esté garantizado 
mediante hipoteca sobre vivienda o cuya finalidad sea la adquisición de bienes inmuebles para uso 
residencial, se estará a lo que prescriben el artículo 24 de la Ley 5/2019, reguladora de los contratos 
de crédito inmobiliario y, en su caso, el artículo 129 bis de la Ley Hipotecaria. 
Ley 5/2019.- Artículo 24. Vencimiento anticipado y 129 bis LH. 
1. En los contratos de préstamo cuyo prestatario, fiador o garante sea una persona física y que estén 

garantizados mediante hipoteca o por otra garantía real sobre bienes inmuebles de uso 
residencial o cuya finalidad sea adquirir o conservar derechos de propiedad sobre terrenos o 
inmuebles construidos o por construir para uso residencial el prestatario perderá el derecho al 
plazo y se producirá el vencimiento anticipado del contrato si concurren conjuntamente los 
siguientes requisitos: 
• a) Que el prestatario se encuentre en mora en el pago de una parte del capital del préstamo 

o de los intereses. 
• b) Que la cuantía de las cuotas vencidas y no satisfechas equivalgan al menos: 

• i. Al tres por ciento de la cuantía del capital concedido, si la mora se produjera dentro de 
la primera mitad de la duración del préstamo. Se considerará cumplido este requisito 
cuando las cuotas vencidas y no satisfechas equivalgan al impago de doce plazos 
mensuales o un número de cuotas tal que suponga que el deudor ha incumplido su 
obligación por un plazo al menos equivalente a doce meses. 

• ii. Al siete por ciento de la cuantía del capital concedido, si la mora se produjera dentro 
de la segunda mitad de la duración del préstamo. Se considerará cumplido este requisito 
cuando las cuotas vencidas y no satisfechas equivalgan al impago de quince plazos 
mensuales o un número de cuotas tal que suponga que el deudor ha incumplido su 
obligación por un plazo al menos equivalente a quince meses. 

• c) Que el prestamista haya requerido el pago al prestatario concediéndole un plazo de al 
menos un mes para su cumplimiento y advirtiéndole de que, de no ser atendido, reclamará 
el reembolso total adeudado del préstamo. 

2. Las reglas contenidas en este artículo no admitirán pacto en contrario. 
 

EJECUCION DE GARANTIAS HIPOTECARIA VIA SENTENCIA DECLARATIVO. COMENTARIOS. 

Las entidades financieras, para evitar ir al hipotecario si no se cumplen los requisitos estrictos del 
precepto anterior, formulan demanda de reclamación de cantidad (normalmente ordinario por la 
cuantía), y lo fundamentan en el incumplimiento grave del deudor, aplicando las reglas generales 
del Código Civil en materia de obligaciones y contratos, entre otros,1124,1129, 1254,1255,1258 y 
1753), y preceptos de código de comercio. 
El problema radica en que cuando ejecutan la Sentencia estimatoria, tienen que formular una 
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ejecución dineraria ordinaria, pero no se aplica, a la hora de la enajenación del inmueble que 
constituye la garantía, el 688 directamente, al no ser ejecución hipotecaria, y exige el registrador de 
la propiedad, una anotación de embargo, para luego expedir la certificación de dominio del 656 de 
la LEC. 
A la hora de despachar ejecución, se ha convenido la siguiente fórmula en los distintos juzgados de 
primera instancia en España: 
En el presente caso, debe hacerse constar que por el ejecutante, se ejercita una acción ejecutiva a 
través del cauce de una ejecución ordinaria, pero pretendiendo la realización de la hipoteca inscrita, 
toda vez que, en el juicio declarativo previo que culminó con la sentencia que ahora sirve de título, 
se ejercitaron acumuladamente, de un lado, una acción personal inherente al crédito garantizado 
con hipoteca, tendente a exigir el cumplimiento de la obligación en virtud del artículo 1124, y 
solicitar la pérdida del beneficio del plazo por aplicación del artículo 1129, ambos del Código Civil, y 
de otro lado, una acción real hipotecaria que confiere la hipoteca constituida en garantía del crédito 
que se reclama; igualmente, en la demanda ejecutiva se interesa expresamente por el ejecutante la 
realización de la hipoteca sobre el inmueble a través de la presente ejecución ordinaria y es relevante 
que se haga constar toda vez que los titulares de las cargas intermedias deberán tener conocimiento, 
no solo de la ejecución desde su inicio, sino también que se está haciendo valer la hipoteca 
preferente a sus derechos, y que, por tanto, la ejecución ordinaria comportará la extinción de estas 
cargas intermedias. 
 

LA PROBLEMA DE LOS LANZAMIENTOS PARA EL DEUDOR HIPOTECARIO. 

ARTICULOS 1 Y 2 DE LA LEY 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social 

Suspensión de los lanzamientos 

Artículo 1 Suspensión de los lanzamientos sobre viviendas habituales de colectivos 
especialmente vulnerables 
1.  Hasta transcurridos once años (15-5-2024)desde la entrada en vigor de esta Ley, no procederá el 

lanzamiento cuando en un proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria se hubiera 
adjudicado al acreedor, o a cualquier otra persona física o jurídica la vivienda habitual de 
personas que se encuentren en los supuestos de especial vulnerabilidad y en las circunstancias 
económicas previstas en este artículo. Durante ese plazo, el ejecutado situado en el umbral de 
exclusión podrá solicitar y obtener del acreedor ejecutante de la vivienda adherido al Código de 
Buenas Prácticas para la reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria sobre la 
vivienda habitual, el alquiler de la misma en las condiciones establecidas en el apartado 5 del 
anexo de dicho Código.2. Los supuestos de especial vulnerabilidad a los que se refiere el apartado 
anterior son: 
a)  Familia numerosa, de conformidad con la legislación vigente. 
b)  Unidad familiar monoparental con al menos un hijo a cargo. 
c)  Unidad familiar de la que forme parte un menor de edad. 
d)  Unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga reconocido un grado de discapacidad 

igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite 
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acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral. 
e)  Unidad familiar en la que el deudor hipotecario se encuentre en situación de desempleo. 
f)  Unidad familiar con la que convivan, en la misma vivienda, una o más personas que estén 

unidas con el titular de la hipoteca o su cónyuge por vínculo de parentesco hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad, y que se encuentren en situación personal de 
discapacidad, dependencia, enfermedad grave que les incapacite acreditadamente de forma 
temporal o permanente para realizar una actividad laboral. 

g)  Unidad familiar en la que exista una víctima de violencia de género. 
h) El deudor mayor de 60 años. 

3. Para que sea de aplicación lo previsto en el apartado 1 deberán concurrir, además de los 
supuestos de especial vulnerabilidad previstos en el apartado anterior, las circunstancias 
económicas siguientes: 
a)  Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere el límite de 

tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce pagas. Dicho 
límite será de cuatro veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce 
pagas en los supuestos previstos en las letras d) y f) del apartado anterior, y de cinco veces 
dicho indicador en el caso de que el ejecutado sea persona con parálisis cerebral, con 
enfermedad mental o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad reconocido 
igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado 
de discapacidad reconocido igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de 
enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, para realizar 
una actividad laboral. 

b)  Que, en los cuatro años anteriores al momento de la solicitud, la unidad familiar haya sufrido 
una alteración significativa de sus circunstancias económicas, en términos de esfuerzo de 
acceso a la vivienda. 

c)  Que la cuota hipotecaria resulte superior al 50 por cien de los ingresos netos que perciba el 
conjunto de los miembros de la unidad familiar. 

d)  Que se trate de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que recaiga sobre la única 
vivienda en propiedad del deudor y concedido para la adquisición de la misma. 

4. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá: 
a)  Que se ha producido una alteración significativa de las circunstancias económicas cuando el 

esfuerzo que represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya multiplicado por 
al menos 1,5. 

b)  Por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja 
de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la vivienda, 
incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar 

Artículo 2 Acreditación 
La concurrencia de las circunstancias a que se refiere esta Ley se acreditará por el deudor en 
cualquier momento del procedimiento de ejecución hipotecaria y antes de la ejecución del 
lanzamiento, ante el Juez o el Notario encargado del procedimiento, mediante la presentación de 
los siguientes documentos: 
a) Percepción de ingresos por los miembros de la unidad familiar: 

1.º Certificado de rentas y, en su caso, certificado relativo a la presentación del Impuesto de 
Patrimonio, expedido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria con relación a los 
últimos cuatro ejercicios tributarios. 

2.º Últimas tres nóminas percibidas. 
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3.º Certificado expedido por la entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía 
mensual percibida en concepto de prestaciones o subsidios por desempleo. 

4.º Certificado acreditativo de los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayudas 
análogas de asistencia social concedidas por las Comunidades Autónomas y las entidades 
locales. 

5.º En caso de trabajador por cuenta propia se aportará el certificado expedido por la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria o, si estuviera percibiendo la prestación por cese de 
actividad, el certificado expedido por el órgano gestor en el que figure la cuantía mensual 
percibida. 

b)  Número de personas que habitan la vivienda: 
1.º Libro de familia o documento acreditativo de la inscripción como pareja de hecho. 
2.º Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, con 

referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis meses 
anteriores. 

c)  Titularidad de los bienes: 
1.º Certificados de titularidades expedidos por el Registro de la Propiedad en relación con cada 

uno de los miembros de la unidad familiar. 
2.º Escrituras de compraventa de la vivienda y de constitución de la garantía hipotecaria y otros 

documentos justificativos, en su caso, del resto de las garantías reales o personales 
constituidas, si las hubiere. 

d)  Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos 
exigidos para considerarse situado en el ámbito de aplicación de esta Ley. 

TÍTULO V. De la ejecución no dineraria 

CAPÍTULO I. De las disposiciones generales 

Artículo 699 Despacho de la ejecución 
Cuando el título ejecutivo contuviere condena u obligación de hacer o no hacer o de entregar cosa 
distinta a una cantidad de dinero, en el auto por el que se despache ejecución se requerirá al 
ejecutado para que, dentro del plazo que el tribunal estime adecuado, cumpla en sus propios 
términos lo que establezca el título ejecutivo. 
En el requerimiento, el tribunal podrá apercibir al ejecutado con el empleo de apremios personales 
o multas pecuniarias.  

Artículo 700 Embargo de garantía y caución sustitutoria 
Si el requerimiento para hacer, no hacer o entregar cosa distinta de una cantidad de dinero no 
pudiere tener inmediato cumplimiento, el Letrado de la Administración de Justicia, a instancia del 
ejecutante, podrá acordar las medidas de garantía que resulten adecuadas para asegurar la 
efectividad de la condena. 
Se acordará, en todo caso, cuando el ejecutante lo solicite, el embargo de bienes del ejecutado en 
cantidad suficiente para asegurar el pago de las eventuales indemnizaciones sustitutorias y las costas 
de la ejecución. Contra este decreto cabe recurso directo de revisión sin efecto suspensivo ante el 
Tribunal que dictó la orden general de ejecución. 
El embargo se alzará si el ejecutado presta caución en cuantía suficiente fijada por el Letrado de la 
Administración de Justicia al acordar el embargo, en cualquiera de las formas previstas en el párrafo 
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segundo del apartado 3 del artículo 529.  

CAPÍTULO II. De la ejecución por deberes de entregar cosas 

Artículo 701 Entrega de cosa mueble determinada 
1.  Cuando del título ejecutivo se desprenda el deber de entregar cosa mueble cierta y determinada 

y el ejecutado no lleve a cabo la entrega dentro del plazo que se le haya concedido, el Letrado 
de la Administración de Justicia responsable de la ejecución pondrá al ejecutante en posesión de 
la cosa debida, empleando para ello los apremios que crea precisos. Si fuera necesario proceder 
a la entrada en lugares cerrados recabará la autorización del Tribunal que hubiera ordenado la 
ejecución, pudiéndose auxiliar de la fuerza pública, si fuere preciso. 
Cuando se trate de bienes muebles sujetos a un régimen de publicidad registral similar al 
inmobiliario, se dispondrá también lo necesario para adecuar el Registro de que se trate al título 
ejecutivo. 

2.  Si se ignorase el lugar en que la cosa se encuentra o si no se encontrara al buscarla en el sitio en 
que debiera hallarse, el Letrado de la Administración de Justicia interrogará al ejecutado o a 
terceros, con apercibimiento de incurrir en desobediencia, para que digan si la cosa está o no en 
su poder y si saben dónde se encuentra. 

3.  Cuando, habiéndose procedido según lo dispuesto en los apartados anteriores, no pudiere ser 
habida la cosa, ordenará el tribunal, mediante providencia, a instancia del ejecutante, que la falta 
de entrega de la cosa o cosas debidas se sustituya por una justa compensación pecuniaria, que 
se establecerá con arreglo a los artículos 712 y siguientes.  

Artículo 702 Entrega de cosas genéricas o indeterminadas 
1.  Si el título ejecutivo se refiere a la entrega de cosas genéricas o indeterminadas, que pueden ser 

adquiridas en los mercados y, pasado el plazo, no se hubiese cumplido el requerimiento, el 
ejecutante podrá instar del Letrado de la Administración de Justicia que le ponga en posesión de 
las cosas debidas o que se le faculte para que las adquiera, a costa del ejecutado, ordenando, al 
mismo tiempo, el embargo de bienes suficientes para pagar la adquisición, de la que el 
ejecutante dará cuenta justificada. 

2.  Si el ejecutante manifestara que la adquisición tardía de las cosas genéricas o indeterminadas 
con arreglo al apartado anterior no satisface ya su interés legítimo, se determinará el equivalente 
pecuniario, con los daños y perjuicios que hubieran podido causarse al ejecutante, que se 
liquidarán con arreglo a los artículos 712 y siguientes  

Artículo 703 Entrega de bienes inmuebles 
1.  Si el título dispusiere la transmisión o entrega de un bien inmueble, una vez dictado el auto 

autorizando y despachando la ejecución, el letrado de la Administración de Justicia responsable 
de la misma ordenará de inmediato lo que proceda según el contenido de la condena y, en su 
caso, dispondrá lo necesario para adecuar el Registro al título ejecutivo. 
Si en el inmueble que haya de entregarse hubiere cosas que no sean objeto del título, el letrado 
de la Administración de Justicia requerirá al ejecutado para que las retire dentro del plazo que 
señale. Si no las retirare, se considerarán bienes abandonados a todos los efectos. 
En los casos de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, o por expiración 
legal o contractual del plazo, para evitar demoras en la práctica del lanzamiento, previa 
autorización del letrado de la Administración de Justicia, bastará con la presencia de un único 
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funcionario con categoría de Gestor, que podrá solicitar el auxilio, en su caso, de la fuerza pública. 
2.  Cuando en el acto del lanzamiento se reivindique por el que desaloje la finca la titularidad de 

cosas no separables, de consistir en plantaciones o instalaciones estrictamente necesarias para 
la utilización ordinaria del inmueble, se resolverá en la ejecución sobre la obligación de abono 
de su valor, de instarlo los interesados en el plazo de cinco días a partir del desalojo. 

3.  De hacerse constar en el lanzamiento la existencia de desperfectos en el inmueble originados 
por el ejecutado o los ocupantes, se podrá acordar la retención y constitución en depósito de 
bienes suficientes del posible responsable, para responder de los daños y perjuicios causados, 
que se liquidarán, en su caso y a petición del ejecutante, de conformidad con lo previsto en los 
artículos 712 y siguientes. 

4.  Si con anterioridad a la fecha fijada para el lanzamiento, en caso de que el título consista en una 
sentencia dictada en un juicio de desahucio de finca urbana, se entregare la posesión efectiva al 
demandante, acreditándolo el arrendador ante el Letrado de la Administración de Justicia 
encargado de la ejecución, se dictará decreto declarando ejecutada la sentencia y cancelando la 
diligencia, a no ser que el demandante interese su mantenimiento para que se levante acta del 
estado en que se encuentre la finca.  

Artículo 704 Ocupantes de inmuebles que deban entregarse 
1.  Cuando el inmueble cuya posesión se deba entregar fuera vivienda habitual del ejecutado o de 

quienes de él dependan, el Letrado de la Administración de Justicia les dará un plazo de un mes 
para desalojarlo. De existir motivo fundado, podrá prorrogarse dicho plazo un mes más. 
Transcurridos los plazos señalados, se procederá de inmediato al lanzamiento, fijándose la fecha 
de éste en la resolución inicial o en la que acuerde la prórroga. 

2.  Si el inmueble a cuya entrega obliga el título ejecutivo estuviera ocupado por terceras personas 
distintas del ejecutado y de quienes con él compartan la utilización de aquél, el Letrado de la 
Administración de Justicia responsable de la ejecución, tan pronto como conozca su existencia, 
les notificará el despacho de la ejecución o la pendencia de ésta, para que, en el plazo de diez 
días, presenten los títulos que justifiquen su situación. 
El ejecutante podrá pedir al tribunal el lanzamiento de quienes considere ocupantes de mero 
hecho o sin título suficiente. De esta petición se dará traslado a las personas designadas por el 
ejecutante, prosiguiendo las actuaciones conforme a lo previsto en los apartados 3 y 4 del 
artículo 675.  

CAPÍTULO III. De la ejecución por obligaciones de hacer y no hacer  

Artículo 705 Requerimiento y fijación de plazo 
Si el título ejecutivo obliga a hacer alguna cosa, el tribunal requerirá al deudor para que la haga 
dentro de un plazo que fijará según la naturaleza del hacer y las circunstancias que concurran.  

Artículo 706 Condena de hacer no personalísimo 
1.  Cuando el hacer a que obligue el título ejecutivo no sea personalísimo, si el ejecutado no lo 

llevara a cabo en el plazo señalado por el Letrado de la Administración de Justicia, el ejecutante 
podrá pedir que se le faculte para encargarlo a un tercero, a costa del ejecutado, o reclamar el 
resarcimiento de daños y perjuicios 
Cuando el título contenga una disposición expresa para el caso de incumplimiento del deudor, 
se estará a lo dispuesto en aquél, sin que el ejecutante pueda optar entre la realización por 
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tercero o el resarcimiento. 
2.  Si, conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, el ejecutante optare por encargar el hacer a 

un tercero, se valorará previamente el coste de dicho hacer por un perito tasador designado por 
el Letrado de la Administración de Justicia y, si el ejecutado no depositase la cantidad que éste 
apruebe mediante decreto, susceptible de recurso directo de revisión sin efecto suspensivo ante 
el Tribunal que dictó la orden general de ejecución, o no afianzase el pago, se procederá de 
inmediato al embargo de bienes y a su realización forzosa hasta obtener la suma que sea 
necesaria. 
Cuando el ejecutante optare por el resarcimiento de daños y perjuicios, se procederá a 
cuantificarlos conforme a lo previsto en los artículos 712 y siguientes.  

Artículo 707 Publicación de la sentencia en medios de comunicación 
Cuando la sentencia ordene la publicación o difusión, total o parcial, de su contenido en medios de 
comunicación a costa de la parte vencida en el proceso, podrá despacharse la ejecución para obtener 
la efectividad de este pronunciamiento, requiriéndose por el Letrado de la Administración de Justicia 
al ejecutado para que contrate los anuncios que resulten procedentes. 
Si el ejecutado no atendiera el requerimiento en el plazo que se le señale, podrá contratar la 
publicidad el ejecutante, previa obtención de los fondos precisos con cargo al patrimonio del 
ejecutado de acuerdo con lo que se dispone en el apartado 2 del artículo anterior.  

Artículo 708 Condena a la emisión de una declaración de voluntad 
1.  Cuando una resolución judicial o arbitral firme condene a emitir una declaración de voluntad, 

transcurrido el plazo de veinte días que establece el artículo 548 sin que haya sido emitida por 
el ejecutado, el Tribunal competente, por medio de auto, resolverá tener por emitida la 
declaración de voluntad, si estuviesen predeterminados los elementos esenciales del negocio. 
Emitida la declaración, el ejecutante podrá pedir que el Letrado de la Administración de Justicia 
responsable de la ejecución libre, con testimonio del auto, mandamiento de anotación o 
inscripción en el Registro o Registros que correspondan, según el contenido y objeto de la 
declaración de voluntad. 
Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la observancia de las normas civiles y mercantiles sobre 
forma y documentación de actos y negocios jurídicos. 

2.  Si, en los casos del apartado anterior, no estuviesen predeterminados algunos elementos no 
esenciales del negocio o contrato sobre el que deba recaer la declaración de voluntad, el tribunal, 
oídas las partes, los determinará en la propia resolución en que tenga por emitida la declaración, 
conforme a lo que sea usual en el mercado o en el tráfico jurídico. 
Cuando la indeterminación afectase a elementos esenciales del negocio o contrato sobre el que 
debiere recaer la declaración de voluntad, si ésta no se emitiere por el condenado, procederá la 
ejecución por los daños y perjuicios causados al ejecutante, que se liquidarán con arreglo a los 
artículos 712 y siguientes.  

Artículo 709 Condena de hacer personalísimo 
1.  Cuando el título ejecutivo se refiera a un hacer personalísimo, el ejecutado podrá manifestar al 

tribunal, dentro del plazo que se le haya concedido para cumplir el requerimiento a que se refiere 
el artículo 699, los motivos por los que se niega a hacer lo que el título dispone y alegar lo que 
tenga por conveniente sobre el carácter personalísimo o no personalísimo de la prestación 
debida. Transcurrido este plazo sin que el ejecutado haya realizado la prestación, el ejecutante 
podrá optar entre pedir que la ejecución siga adelante para entregar a aquél un equivalente 
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pecuniario de la prestación de hacer o solicitar que se apremie al ejecutado con una multa por 
cada mes que transcurra sin llevarlo a cabo desde la finalización del plazo. El tribunal resolverá 
por medio de auto lo que proceda, accediendo a lo solicitado por el ejecutante cuando estime 
que la prestación que sea objeto de la condena tiene las especiales cualidades que caracterizan 
el hacer personalísimo. En otro caso, ordenará proseguir la ejecución con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 706. 

2.  Si se acordase seguir adelante la ejecución para obtener el equivalente pecuniario de la 
prestación debida, en la misma resolución se impondrá al ejecutado una única multa con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 711. 

3.  Cuando se acuerde apremiar al ejecutado con multas mensuales, se reiterarán trimestralmente 
por el Letrado de la Administración de Justicia responsable de la ejecución los requerimientos, 
hasta que se cumpla un año desde el primero. Si, al cabo del año, el ejecutado continuare 
rehusando hacer lo que dispusiese el título, proseguirá la ejecución para entregar al ejecutante 
un equivalente pecuniario de la prestación o para la adopción de cualesquiera otras medidas que 
resulten idóneas para la satisfacción del ejecutante y que, a petición de éste y oído el ejecutado, 
podrá acordar el Tribunal. 

4.  No serán de aplicación las disposiciones de los anteriores apartados de este artículo cuando el 
título ejecutivo contenga una disposición expresa para el caso de incumplimiento del deudor. En 
tal caso, se estará a lo dispuesto en aquél.  

Artículo 710 Condenas de no hacer 
1.  Si el condenado a no hacer alguna cosa quebrantare la sentencia, se le requerirá, a instancia del 

ejecutante por parte del Letrado de la Administración de Justicia responsable de la ejecución, 
para que deshaga lo mal hecho si fuere posible, indemnice los daños y perjuicios causados y, en 
su caso, se abstenga de reiterar el quebrantamiento, con apercibimiento de incurrir en el delito 
de desobediencia a la autoridad judicial. 
Se procederá de esta forma cuantas veces incumpla la condena y para que deshaga lo mal hecho 
se le intimará por el Letrado de la Administración de Justicia con la imposición de multas por 
cada mes que transcurra sin deshacerlo. 

2.  Si, atendida la naturaleza de la condena de no hacer, su incumplimiento no fuera susceptible de 
reiteración y tampoco fuera posible deshacer lo mal hecho, la ejecución procederá para resarcir 
al ejecutante por los daños y perjuicios que se le hayan causado.  

Artículo 711 Cuantía de las multas coercitivas 
1.  Para determinar la cuantía de las multas previstas en los artículos anteriores se tendrá en cuenta 

el precio o la contraprestación del hacer personalísimo establecidos en el título ejecutivo y, si no 
constaran en él o se tratara de deshacer lo mal hecho, el coste dinerario que en el mercado se 
atribuya a esas conductas. Las multas mensuales podrán ascender a un 20 por ciento del precio 
o valor y la multa única al 50 por ciento de dicho precio o valor. 

2.  La sentencia estimatoria de una acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y de 
los intereses difusos de los consumidores y usuarios impondrá, sin embargo, una multa que 
oscilará entre seiscientos y sesenta mil euros, por día de retraso en la ejecución de la resolución 
judicial en el plazo señalado en la sentencia, según la naturaleza e importancia del daño 
producido y la capacidad económica del condenado. Dicha multa deberá ser ingresada en el 
Tesoro Público. 
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 TÍTULO VI. De las medidas cautelares 

CAPÍTULO I. De las medidas cautelares: disposiciones generales 

Artículo 721 Necesaria instancia de parte 
1.  Bajo su responsabilidad, todo actor, principal o reconvencional, podrá solicitar del tribunal, 

conforme a lo dispuesto en este Título, la adopción de las medidas cautelares que considere 
necesarias para asegurar la efectividad de la tutela judicial que pudiera otorgarse en la sentencia 
estimatoria que se dictare. 

2.  Las medidas cautelares previstas en este Título no podrán en ningún caso ser acordadas de oficio 
por el tribunal, sin perjuicio de lo que se disponga para los procesos especiales. Tampoco podrá 
éste acordar medidas más gravosas que las solicitadas.  

Artículo 722 Medidas cautelares en procedimiento arbitral y litigios extranjeros 
Podrá pedir al Tribunal medidas cautelares quien acredite ser parte de convenio arbitral con 
anterioridad a las actuaciones arbitrales. También podrá pedirlas quien acredite ser parte de un 
proceso arbitral pendiente en España; o, en su caso, haber pedido la formalización judicial a que se 
refiere el artículo 15 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje; o en el supuesto de un 
arbitraje institucional, haber presentado la debida solicitud o encargo a la institución 
correspondiente según su Reglamento. 
Sin perjuicio de las reglas especiales previstas en los Tratados y Convenios o en las normas 
comunitarias que sean de aplicación, también se podrá solicitar de un Tribunal español por quien 
acredite ser parte de un proceso jurisdiccional o arbitral que se siga en un país extranjero la adopción 
de medidas cautelares si se dan los presupuestos legalmente previstos salvo en los casos en que 
para conocer del asunto principal fuesen exclusivamente competentes los Tribunales españoles.  

Artículo 723 Competencia 
1.  Será tribunal competente para conocer de las solicitudes sobre medidas cautelares el que esté 

conociendo del asunto en primera instancia o, si el proceso no se hubiese iniciado, el que sea 
competente para conocer de la demanda principal. 

2.  Para conocer de las solicitudes relativas a medidas cautelares que se formulen durante la 
sustanciación de la segunda instancia o de un recurso extraordinario por infracción procesal o de 
casación, será competente el tribunal que conozca de la segunda instancia o de dichos recursos.  

Artículo 724 Competencia en casos especiales 
Cuando las medidas cautelares se soliciten estando pendiente un proceso arbitral o la formalización 
judicial del arbitraje, será tribunal competente el del lugar en que el laudo deba ser ejecutado, y, en 
su defecto, el del lugar donde las medidas deban producir su eficacia. 
Lo mismo se observará cuando el proceso se siga ante un tribunal extranjero, salvo lo que prevean 
los Tratados.  

Artículo 725 Examen de oficio de la competencia. Medidas cautelares en prevención 
1.  Cuando las medidas cautelares se soliciten con anterioridad a la demanda, no se admitirá 

declinatoria fundada en falta de competencia territorial, pero el tribunal examinará de oficio su 
jurisdicción, su competencia objetiva y la territorial. Si considerara que carece de jurisdicción o 
de competencia objetiva, previa audiencia del Ministerio Fiscal y del solicitante de las medidas 



 

 Administración de Justicia 
CLASE 8 

34 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

cautelares, dictará auto absteniéndose de conocer y remitiendo a las partes a que usen de su 
derecho ante quien corresponda si la abstención no se fundara en la falta de jurisdicción de los 
tribunales españoles. Lo mismo se acordará cuando la competencia territorial del tribunal no 
pueda fundarse en ninguno de los fueros legales, imperativos o no, que resulten aplicables en 
atención a lo que el solicitante pretenda reclamar en el juicio principal. No obstante, cuando el 
fuero legal aplicable sea dispositivo, el tribunal no declinará su competencia si las partes se 
hubieran sometido expresamente a su jurisdicción para el asunto principal. 

2.  En los casos a que se refiere el apartado anterior, si el tribunal se considerara territorialmente 
incompetente, podrá, no obstante, cuando las circunstancias del caso lo aconsejaren, ordenar en 
prevención aquellas medidas cautelares que resulten más urgentes, remitiendo posteriormente 
los autos al tribunal que resulte competente.  

Artículo 726 Características de las medidas cautelares 
1. El tribunal podrá acordar como medida cautelar, respecto de los bienes y derechos del demandado, 

cualquier actuación, directa o indirecta, que reúna las siguientes características: 
• 1.ª Ser exclusivamente conducente a hacer posible la efectividad de la tutela judicial que 

pudiere otorgarse en una eventual sentencia estimatoria, de modo que no pueda verse 
impedida o dificultada por situaciones producidas durante la pendencia del proceso 
correspondiente. 

• 2.ª No ser susceptible de sustitución por otra medida igualmente eficaz, a los efectos del 
apartado precedente, pero menos gravosa o perjudicial para el demandado. 

2. Con el carácter temporal, provisional, condicionado y susceptible de modificación y alzamiento 
previsto en esta Ley para las medidas cautelares, el tribunal podrá acordar como tales las que 
consistan en órdenes y prohibiciones de contenido similar a lo que se pretenda en el proceso, 
sin prejuzgar la sentencia que en definitiva se dicte. 

Artículo 727 Medidas cautelares específicas 
Conforme a lo establecido en el artículo anterior, podrán acordarse, entre otras, las siguientes 
medidas cautelares: 
• 1.ª El embargo preventivo de bienes, para asegurar la ejecución de sentencias de condena a la 

entrega de cantidades de dinero o de frutos, rentas y cosas fungibles computables a metálico 
por aplicación de precios ciertos. 
Fuera de los casos del párrafo anterior, también será procedente el embargo preventivo si 
resultare medida idónea y no sustituible por otra de igual o superior eficacia y menor onerosidad 
para el demandado. 

• 2.ª La intervención o la administración judiciales de bienes productivos, cuando se pretenda 
sentencia de condena a entregarlos a título de dueño, usufructuario o cualquier otro que 
comporte interés legítimo en mantener o mejorar la productividad o cuando la garantía de ésta 
sea de primordial interés para la efectividad de la condena que pudiere recaer. 

• 3.ª El depósito de cosa mueble, cuando la demanda pretenda la condena a entregarla y se 
encuentre en posesión del demandado. 

• 4.ª La formación de inventarios de bienes, en las condiciones que el tribunal disponga. 
• 5.ª La anotación preventiva de demanda, cuando ésta se refiera a bienes o derechos susceptibles 

de inscripción en Registros públicos. 
• 6.ª Otras anotaciones registrales, en casos en que la publicidad registral sea útil para el buen fin 

de la ejecución. 
• 7.ª La orden judicial de cesar provisionalmente en una actividad; la de abstenerse 
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temporalmente de llevar a cabo una conducta; o la prohibición temporal de interrumpir o de 
cesar en la realización de una prestación que viniera llevándose a cabo. 

• 8.ª La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere 
ilícita y cuya prohibición o cesación se pretenda en la demanda, así como la consignación o 
depósito de las cantidades que se reclamen en concepto de remuneración de la propiedad 
intelectual. 

• 9.ª El depósito temporal de ejemplares de las obras u objetos que se reputen producidos con 
infracción de las normas sobre propiedad intelectual e industrial, así como el depósito del 
material empleado para su producción. 

• 10.ª La suspensión de acuerdos sociales impugnados, cuando el demandante o demandantes 
representen, al menos, el 1 o el 5 por 100 del capital social, según que la sociedad demandada 
hubiere o no emitido valores que, en el momento de la impugnación, estuvieren admitidos a 
negociación en mercado secundario oficial. 

• 11.ª Aquellas otras medidas que, para la protección de ciertos derechos, prevean expresamente 
las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la tutela judicial que 
pudiere otorgarse en la sentencia estimatoria que recayere en el juicio.  

Artículo 728 Peligro por la mora procesal. Apariencia de buen derecho. Caución 
1.  Sólo podrán acordarse medidas cautelares si quien las solicita justifica, que, en el caso de que se 

trate, podrían producirse durante la pendencia del proceso, de no adoptarse las medidas 
solicitadas, situaciones que impidieren o dificultaren la efectividad de la tutela que pudiere 
otorgarse en una eventual sentencia estimatoria. 
No se acordarán medidas cautelares cuando con ellas se pretenda alterar situaciones de hecho 
consentidas por el solicitante durante largo tiempo, salvo que éste justifique cumplidamente las 
razones por las cuales dichas medidas no se han solicitado hasta entonces. 

2.  El solicitante de medidas cautelares también habrá de presentar con su solicitud los datos, 
argumentos y justificaciones documentales que conduzcan a fundar, por parte del Tribunal, sin 
prejuzgar el fondo del asunto, un juicio provisional e indiciario favorable al fundamento de su 
pretensión. En defecto de justificación documental, el solicitante podrá ofrecerla por otros 
medios de prueba, que deberá proponer en forma en el mismo escrito. 

3.  Salvo que expresamente se disponga otra cosa, el solicitante de la medida cautelar deberá 
prestar caución suficiente para responder, de manera rápida y efectiva, de los daños y perjuicios 
que la adopción de la medida cautelar pudiera causar al patrimonio del demandado. 
El tribunal determinará la caución atendiendo a la naturaleza y contenido de la pretensión y a la 
valoración que realice, según el apartado anterior, sobre el fundamento de la solicitud de la 
medida. 
La caución a que se refiere el párrafo anterior podrá otorgarse en cualquiera de las formas 
previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 529. 
En los procedimientos en los que se ejercite una acción de cesación en defensa de los intereses 
colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y usuarios, el Tribunal podrá dispensar 
al solicitante de la medida cautelar del deber de prestar caución, atendidas las circunstancias del 
caso, así como la entidad económica y la repercusión social de los distintos intereses afectados.  

Artículo 729 Tercerías en casos de embargo preventivo 
En el embargo preventivo, podrá interponerse tercería de dominio, pero no se admitirá la tercería 
de mejor derecho, salvo que la interponga quien en otro proceso demande al mismo deudor la 
entrega de una cantidad de dinero. 



 

 Administración de Justicia 
CLASE 8 

36 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

La competencia para conocer de las tercerías a que se refiere el párrafo anterior corresponderá al 
tribunal que hubiese acordado el embargo preventivo.  

CAPÍTULO II. Del procedimiento para la adopción de medidas cautelares  

Artículo 730 Momentos para solicitar las medidas cautelares 
1.  Las medidas cautelares se solicitarán, de ordinario, junto con la demanda principal. 
2. Podrán también solicitarse medidas cautelares antes de la demanda si quien en ese momento 

las pide alega y acredita razones de urgencia o necesidad. 
En este caso, las medidas que se hubieran acordado quedarán sin efecto si la demanda no se 
presentare ante el mismo Tribunal que conoció de la solicitud de aquéllas en los veinte días 
siguientes a su adopción. El Letrado de la Administración de Justicia, de oficio, acordará mediante 
decreto que se alcen o revoquen los actos de cumplimiento que hubieran sido realizados, 
condenará al solicitante en las costas y declarará que es responsable de los daños y perjuicios 
que haya producido al sujeto respecto del cual se adoptaron las medidas. 

3.  El requisito temporal a que se refiere el apartado anterior no regirá en los casos de formalización 
judicial del arbitraje o de arbitraje institucional. En ellos, para que la medida cautelar se 
mantenga, será suficiente con que la parte beneficiada por ésta lleve a cabo todas las actuaciones 
tendentes a poner en marcha el procedimiento arbitral. 

4.  Con posterioridad a la presentación de la demanda o pendiente recurso sólo podrá solicitarse la 
adopción de medidas cautelares cuando la petición se base en hechos y circunstancias que 
justifiquen la solicitud en esos momentos. 
Esta solicitud se sustanciará conforme a lo prevenido en el presente capítulo. 

Artículo 731 Accesoriedad de las medidas cautelares. Ejecución provisional y medidas cautelares 
1.  No se mantendrá una medida cautelar cuando el proceso principal haya terminado, por cualquier 

causa salvo que se trate de sentencia condenatoria o auto equivalente, en cuyo caso deberán 
mantenerse las medidas acordadas hasta que transcurra el plazo a que se refiere el artículo 548 
de la presente Ley. Transcurrido dicho plazo, si no se solicitare la ejecución, se alzarán las medidas 
que estuvieren adoptadas. 
Tampoco podrá mantenerse una medida cautelar si el proceso quedare en suspenso durante más 
de seis meses por causa imputable al solicitante de la medida. 

2.  Cuando se despache la ejecución provisional de una sentencia, se alzarán las medidas cautelares 
que se hubiesen acordado y que guarden relación con dicha ejecución.  

Artículo 732 Solicitud de las medidas cautelares 
1. La solicitud de medidas cautelares se formulará con claridad y precisión, justificando 

cumplidamente la concurrencia de los presupuestos legalmente exigidos para su adopción. 
2.  Se acompañarán a la solicitud los documentos que la apoyen o se ofrecerá la práctica de otros 

medios para el acreditamiento de los presupuestos que autorizan la adopción de medidas 
cautelares. 
Cuando las medidas cautelares se soliciten en relación con procesos incoados por demandas en 
que se pretenda la prohibición o cesación de actividades ilícitas, también podrá proponerse al 
tribunal que, con carácter urgente y sin dar traslado del escrito de solicitud, requiera los informes 
u ordene las investigaciones que el solicitante no pueda aportar o llevar a cabo y que resulten 
necesarias para resolver sobre la solicitud. 
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Para el actor precluirá la posibilidad de proponer prueba con la solicitud de las medidas 
cautelares. 

3.  En el escrito de petición habrá de ofrecerse la prestación de caución, especificando de qué tipo 
o tipos se ofrece constituirla y con justificación del importe que se propone.  

Artículo 733 Audiencia al demandado. Excepciones 
1.  Como regla general, el tribunal proveerá a la petición de medidas cautelares previa audiencia del 

demandado. 
2.  No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando el solicitante así lo pida y acredite que 

concurren razones de urgencia o que la audiencia previa puede comprometer el buen fin de la 
medida cautelar, el tribunal podrá acordarla sin más trámites mediante auto, en el plazo de cinco 
días, en el que razonará por separado sobre la concurrencia de los requisitos de la medida 
cautelar y las razones que han aconsejado acordarla sin oír al demandado. 
Contra el auto que acuerde medidas cautelares sin previa audiencia del demandado no cabrá 
recurso alguno y se estará a lo dispuesto en el capítulo III de este título. El auto será notificado a 
las partes sin dilación y, de no ser posible antes, inmediatamente después de la ejecución de las 
medidas. 

Artículo 734 Vista para la audiencia de las partes 
1.  Recibida la solicitud, el Letrado de la Administración de Justicia, mediante diligencia, salvo los 

casos del párrafo segundo del artículo anterior, en el plazo de cinco días, contados desde la 
notificación de aquélla al demandado convocará a las partes a una vista, que se celebrará dentro 
de los diez días siguientes sin necesidad de seguir el orden de los asuntos pendientes cuando así 
lo exija la efectividad de la medida cautelar. 

2.  En la vista, actor y demandado podrán exponer lo que convenga a su derecho, sirviéndose de 
cuantas pruebas dispongan, que se admitirán y practicarán si fueran pertinentes en razón de los 
presupuestos de las medidas cautelares. También podrán pedir, cuando sea necesario para 
acreditar extremos relevantes, que se practique reconocimiento judicial, que, si se considerare 
pertinente y no pudiere practicarse en el acto de la vista, se llevará a cabo en el plazo de cinco 
días. 
Asimismo, se podrán formular alegaciones relativas al tipo y cuantía de la caución. Y quien 
debiere sufrir la medida cautelar podrá pedir al tribunal que, en sustitución de ésta, acuerde 
aceptar caución sustitutoria, conforme a lo previsto en el artículo 746 de esta Ley. 

3.  Contra las resoluciones del tribunal sobre el desarrollo de la comparecencia, su contenido y la 
prueba propuesta no cabrá recurso alguno, sin perjuicio de que, previa la oportuna protesta, en 
su caso, puedan alegarse las infracciones que se hubieran producido en la comparecencia en el 
recurso contra el auto que resuelva sobre las medidas cautelares. 

 Artículo 735 Auto acordando medidas cautelares 
1.  Terminada la vista, el tribunal, en el plazo de cinco días, decidirá mediante auto sobre la solicitud 

de medidas cautelares. 
2.  Si el tribunal estimare que concurren todos los requisitos establecidos y considerare acreditado, 

a la vista de las alegaciones y las justificaciones, el peligro de la mora procesal, atendiendo a la 
apariencia de buen derecho, accederá a la solicitud de medidas, fijará con toda precisión la 
medida o medidas cautelares que se acuerdan y precisará el régimen a que han de estar 
sometidas, determinando, en su caso, la forma, cuantía y tiempo en que deba prestarse caución 
por el solicitante. 
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Contra el auto que acuerde medidas cautelares cabrá recurso de apelación, sin efectos 
suspensivos.  

Artículo 736 Auto denegatorio de las medidas cautelares. Reiteración de la solicitud si cambian 
las circunstancias 
1.  Contra el auto en que el tribunal deniegue la medida cautelar sólo cabrá recurso de apelación, 

al que se dará una tramitación preferente. Las costas se impondrán con arreglo a los criterios 
establecidos en el artículo 394. 

2.  Aun denegada la petición de medidas cautelares, el actor podrá reproducir su solicitud si 
cambian las circunstancias existentes en el momento de la petición.  

Artículo 737 Prestación de caución 
La prestación de caución será siempre previa a cualquier acto de cumplimiento de la medida cautelar 
acordada. 
El tribunal decidirá, mediante providencia, sobre la idoneidad y suficiencia del importe de la caución.  

Artículo 738 Ejecución de la medida cautelar 
1.  Acordada la medida cautelar y prestada la caución se procederá, de oficio, a su inmediato 

cumplimiento empleando para ello los medios que fueran necesarios, incluso los previstos para 
la ejecución de las sentencias. 

2.  Si lo acordado fuera el embargo preventivo se procederá conforme a lo previsto en los artículos 
584 y siguientes para los embargos decretados en el proceso de ejecución, pero sin que el deudor 
esté obligado a la manifestación de bienes que dispone el artículo 589. Las decisiones sobre 
mejora, reducción o modificación del embargo preventivo habrán de ser adoptadas, en su caso, 
por el Tribunal. 
Si lo acordado fuera la administración judicial se procederá conforme a los artículos 630 y 
siguientes. 
Si se tratare de la anotación preventiva se procederá conforme a las normas del Registro 
correspondiente. 

3.  Los depositarios, administradores judiciales o responsables de los bienes o derechos sobre los 
que ha recaído una medida cautelar sólo podrán enajenarlos, previa autorización por medio de 
providencia del tribunal y si concurren circunstancias tan excepcionales que resulte más gravosa 
para el patrimonio del demandado la conservación que la enajenación. 

 CAPÍTULO III. De la oposición a las medidas cautelares adoptadas sin audiencia del demandado 

Artículo 739 Oposición a la medida cautelar 
En los casos en que la medida cautelar se hubiera adoptado sin previa audiencia del demandado, 
podrá éste formular oposición en el plazo de veinte días, contados desde la notificación del auto que 
acuerda las medidas cautelares.  

Artículo 740 Causas de oposición. Ofrecimiento de caución sustitutoria 
El que formule oposición a la medida cautelar podrá esgrimir como causas de aquélla cuantos 
hechos y razones se opongan a la procedencia, requisitos, alcance, tipo y demás circunstancias de la 
medida o medidas efectivamente acordadas, sin limitación alguna. 
También podrá ofrecer caución sustitutoria, con arreglo a lo dispuesto en el capítulo V de este título.  
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Artículo 741 Traslado de la oposición al solicitante, comparecencia en vista y decisión 
1.  Del escrito de oposición se dará traslado por el Letrado de la Administración de Justicia al 

solicitante, procediéndose seguidamente conforme a lo previsto en el artículo 734. 
2.  Celebrada la vista, el tribunal, en el plazo de cinco días, decidirá en forma de auto sobre la 

oposición. 
Si mantuviere las medidas cautelares acordadas condenará al opositor a las costas de la 
oposición. 
Si alzare las medidas cautelares, condenará al actor a las costas y al pago de los daños y perjuicios 
que éstas hayan producido. 

3.  El auto en que se decida sobre la oposición será apelable sin efecto suspensivo. 

Artículo 742 Exacción de daños y perjuicios 
Una vez firme el auto que estime la oposición, se procederá, a petición del demandado y por los 
trámites previstos en los artículos 712 y siguientes, a la determinación de los daños y perjuicios que, 
en su caso, hubiera producido la medida cautelar revocada; y, una vez determinados, se requerirá 
de pago al solicitante de la medida, procediéndose de inmediato, si no los pagare, a su exacción 
forzosa. 

CAPÍTULO IV. De la modificación y alzamiento de las medidas cautelares  

Artículo 743 Posible modificación de las medidas cautelares 
Las medidas cautelares podrán ser modificadas alegando y probando hechos y circunstancias que 
no pudieron tenerse en cuenta al tiempo de su concesión o dentro del plazo para oponerse a ellas. 
La solicitud de modificación será sustanciada y resuelta conforme a lo previsto en los artículos 734 
y siguientes.  

Artículo 744 Alzamiento de la medida tras sentencia no firme 
1.  Absuelto el demandado en primera o segunda instancia, el Letrado de la Administración de 

Justicia ordenará el alzamiento de las medidas cautelares adoptadas, si el recurrente no solicitase 
su mantenimiento o la adopción de alguna medida cautelar distinta en el momento de 
interponer recurso contra la sentencia. En este caso se dará cuenta al tribunal, que oída la parte 
contraria y con anterioridad a remitir los autos al órgano competente para resolver el recurso 
contra la sentencia, resolverá lo procedente sobre la solicitud, atendiendo a la subsistencia de 
los presupuestos y circunstancias que justificasen el mantenimiento o la adopción de dichas 
medidas. 

2.  Si la estimación de la demanda fuere parcial, el tribunal, con audiencia de la parte contraria, 
decidirá mediante auto sobre el mantenimiento, alzamiento o modificación de las medidas 
cautelares acordadas.  

Artículo 745 Alzamiento de las medidas tras sentencia absolutoria firme 
Firme una sentencia absolutoria, sea en el fondo o en la instancia, se alzarán de oficio por el Letrado 
de la Administración de Justicia todas las medidas cautelares adoptadas y se procederá conforme a 
lo dispuesto en el artículo 742 respecto de los daños y perjuicios que hubiere podido sufrir el 
demandado. 
Lo mismo se ordenará en los casos de renuncia a la acción o desistimiento de la instancia.  
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